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Analizar de forma crítica la protección que se brinda al alimentista durante los 
procesos judiciales a los que ven obligados a recurrir para determinar una pensión 
alimenticia a su favor. 
 
Objetivos específicos: 
 Analizar el tratamiento legal y doctrinario que se da a la pensión alimenticia 
en los cuerpos legales vigentes. 
 
 Estudiar los efectos jurídicos de la legislación vigente, para estimar los 
déficits que se presentan al momento en que se está determinando la 
pensión alimenticia por la autoridad judicial. 
 
 
 Examinar los cambios que  introduce el proyecto de Código de Familia  y 
realizar un análisis de los Códigos de Familias existentes de Costa Rica, el 






ADN.: Ácido desoxirribonucleico 
Art.: Artículo 
Arts.: Artículos 
C.: Código Civil de la República de Nicaragua 
CDN.: Convención sobre los Derechos del Niño 
CENIDH: Centro Nicaragüense de Derechos Humanos 
Cn.: Constitución Política de República de Nicaragua 
CSJ.: Corte Suprema de Justicia de la República de Nicaragua 
DEMUS: Estudio para la defensa de los derechos de la mujer 
INSSBI.: Instituto Nicaragüense de Seguridad Social y Bienestar 
INSS.: Instituto Nicaragüense de Seguridad Social 
JNAPS.: Junta Nacional de Asistencia y Prevención Social 
LDA.: Ley de Alimentos 
LOPJ.: Ley Orgánica del Poder Judicial 
MIFAMILIA.: Ministerio de la Familia Adolescencia y Niñez 
PCF.: Proyecto de Código de Familia 
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La presente investigación aborda el derecho de familia, con mayor énfasis en  las 
pensiones de alimentos, con el fin de realizar un análisis a profundidad en la 
doctrina y las disposiciones de los cuerpos legales vigentes, que se han orientado 
principalmente hacia la protección de  los menores; estableciendo la 
responsabilidad de los padres de atender al mantenimiento del hogar y la 
formación integral de los hijos, premisa expresada en nuestra Constitución 
Política. 
Por consiguiente, el presente trabajo monográfico abarca en el primero de los tres 
apartados que lo componen, las generalidades, los conceptos atinentes al 
Derecho de Alimentos, la obligación alimentaria, los aspectos característicos de 
éste derecho; así como las garantías y obligaciones de los sujetos antagonistas de 
la obligación. 
Este último aspecto vendría a ser, según nuestro criterio, uno de los temas de 
mayor interés en el presente trabajo monográfico, dado que;  en innumerables 
ocasiones la transgresión a los derechos de los demandantes se debe a la 
ignorancia de los mismos y del procedimiento que deben seguir para hacerlos 
valer.  
En el segundo apartado, el presente estudio se encarga de analizar la fase de los 
procesos, tanto administrativo como judicial; a fin de evaluar la seguridad jurídica 
que se brinda a cada uno de los sujetos de proceso, así como la eficacia de los 
acuerdos realizados en la vía administrativa y principales dificultades para 
determinar la pensión alimenticia. 
Es por tal razón que se dedica un tercer apartado al estudio y análisis del proyecto 
de Código de familia, ya que éste ha sido una aspiración desde hace ya algunos 
años para los proyeccionistas, al contemplarse la legislación actual en materia de 
familia muy dispersa además de contener algunos vacíos legales. 
 De modo que, decidimos examinar la legislación existe en materia de familia en 
Costa Rica, El Salvador y México  para lograr obtener una mayor visión del campo 
de aplicación del Derecho de familia centroamericano. 
Apoyamos lo que plantea Galvis Ortiz al decir que la familia actualmente pide 
reconocimiento como unidad antropológica, sociológica, política y económica. Pide 
que se le considere con presencia propia en la vida cotidiana. Solicita interlocución 
con el Estado para que se le considere como sujeto beneficiario directo de sus 
políticas y programas. En fin, pide orientación para consolidarse como espacio de 
encuentro entre iguales, reconocimiento de derechos y de formación de la vivencia 
de la democracia (pág. 39). 
En definitiva creemos que el estudio del derecho de familia debe considerarse una 
prioridad dentro de las políticas tanto gubernamentales como no gubernamentales; 
además debe brindársele la correspondiente importancia dentro de la esfera 
social; ya que éste no es un tema confinado a un determinado grupo social; 
porque sabemos que los conflictos en materia de alimentos envuelven desde 
grandes personalidades de la política como hasta el más simple obrero de la 
maquila; y consideramos que  a la larga las consecuencias de la irresponsabilidad 






 CAPÍTULO I 
NOCIONES GENERALES DE LOS ALIMENTOS 
1. Antecedentes históricos 
En todas las épocas la familia ha jugado un papel de importancia en la 
consolidación  de las instituciones sociales y políticas. En la antigüedad clásica, 
ella ocupaba el centro de la institucionalidad. Como lo planteaba Aristóteles en su 
obra La Política, “la familia es la asociación natural y permanente” y  la primera 
asociación de familias forman el pueblo, y la asociación de muchos pueblos forma 
el Estado (Galvis Ortiz, 2001, pág. 40). 
La familia es la más antigua de las instituciones humanas y se constituye en un 
elemento clave para la  comprensión y funcionamiento de la sociedad. A través de 
ella la comunidad no sólo provee de sus miembros, sino que se encarga de 
prepararlos para que cumplan satisfactoriamente el papel que les corresponde 
(Chávez Asencio, 1994, pág. 207). 
Es por ello que hemos decidido realizar una breve exposición de las distintas 
épocas del Derecho en que se ha desarrollado la familia, siendo ésta una de las 
principales bases para el desenvolvimiento del Derecho mismo. 
1.1. Época Primitiva 
Duarte Barquero & Aburto Aguilar (2010) expresan que: 
En esta época, las personas se alimentaban de la recolección de frutas, la caza, la 
pesca, vivían en comunidad para proporcionarse los alimentos, es aquí donde se 
realizó la primera división del trabajo, los hombres se iban varios días de caza 
para obtener alimentos, en cambio las mujeres recolectaban frutos para asegurar 
los alimentos de la comunidad. 
 Dentro del régimen de la comunidad se practicaba la poligamia por parte de los 
hombres y las mujeres la poliandria, es decir los hijos de unos y otros se 
consideraban comunes, a esto se le denominó familia por grupos comunes, en las 
cuales no se podían saber con certeza quién era el padre de las criaturas, pero si 
quien era la madre. La descendencia sólo podía establecerse por la línea materna 
y por ende estaba obligada a prestarles los alimentos a sus hijos y como no se 
sabía a ciencia cierta quién era el padre, no existía obligación alimentaria para él 
(pág. 9). 
1.2. Derecho Canónico 
La iglesia consagró las obligaciones extra-familiares para que no  se dejaran en 
desamparo a los hijos ilegítimos, estableciendo que aún los hijos nacidos en el 
adulterio y en el incesto, deberían ser alimentados y sostenidos por sus padres, 
hasta que estos pudieran  ganarse el sustento por ellos mismos. 
La obligación se derivaba del matrimonio y del parentesco fundamentalmente, 
pero también se establecía por el parentesco espiritual que se establece ante el 
padrino y el ahijado, al momento de entrar este último por el sacramento del 
bautismo, al seno de la iglesia católica (Duarte Barquero & Aburto Aguilar, 2010, 
pág. 13) 
Según Fornés de la Rosa, la tradición canónica acogió con facilidad las 
definiciones propias del Derecho romano. Y así como ha mostrado Salerno, la 
definición más frecuente de matrimonio aparece en las fuentes legislativas y en la 
literatura jurídica y teológica de Justiniano: Nuptiae autem sive matrimonium est 
viri et mulieris coniunctioin dividuam consuetudinem vitae continens (Inst., 1, 9,1) 
[Nupcias o matrimonio es la unión del varón y de la mujer, que contiene la 
comunidad Indivisible de vida] (2000, pág. 16). 
 
 1.3. Derecho griego 
Engels en su obra “El origen de la familia, la propiedad privada y el Estado” 
plantea  que en los tiempos prehistóricos, los griegos estaban ya constituidos con 
arreglo a la misma serie orgánica que los americanos: gens, fratia, tribu y 
confederación de tribus. Así comienza a borrarse el matrimonio por grupos y la 
familia materna ha cedido el puesto a la familia paterna. 
Reconocieron el derecho de adopción en la gens, resultante de la adopción en la 
familia y ellos conservaban el conocimiento de los grados de parentesco en todos 
los miembros de la gens entre sí (Engels, 1987, págs. 125- 135). 
Establecieron la obligación del padre en relación a los hijos, y éstos hacia aquel 
recíprocamente. El deber de los hijos para con sus ascendientes se quebrantaba 
en situaciones determinadas; entre las cuales se destacan la prostitución de los 
hijos aconsejada o estimulada por los padres. El Derecho griego reglamentó la 
facultad de la viuda o divorciada para pedir alimentos (Rocha Padilla & Flores 
Pineda, 2003, pág. 72). 
1.4. Derecho Romano 
La familia romana, o lo que los romanos llaman familia, es un cuerpo social 
totalmente distinto  de nuestra sociedad doméstica, de la familia natural en 
el sentido moderno. Lo genuino, lo característico, lo que define con 
propiedad a la familia – familia proprio iure-, es el sometimiento de todos los 
miembros a la misma autoridad -manus, potestas- de un jefe -paterfamilias-, 
señor o soberano de la familia y no “padre de la familia” (Guzmán García J. 
J., 2004, pág. 105). 
Gutiérrez Berlinches (2004) en su estudio sobre la evolución histórica de los 
alimentos enuncia que: 
 En un primer momento, durante la época arcaica y gran parte del período 
clásico, la familia romana fue una institución más social que jurídica, donde 
por encima de cualquier otro aspecto destaca el poder casi absoluto del 
pater familias que desplegaba sobre todos los miembros que integran su 
familia. 
Al comenzar de la era cristiana el concepto de familia fue variando y a la 
vez las facultades del paterfamilias, y empezó a promoverse como tal la 
obligación de alimentos entre parientes. En el Digesto se refiere a la 
existencia de un rescripto de Antonino Pío (138-161) en el que se obligaba 
a los parientes a darse alimentos recíprocamente. La obligación 
comprendía a los consanguíneos legítimos en línea directa ascendente o 
descendente. Hasta varios siglos después en la época de Justiniano, la 
obligación no se hace extensiva a los cónyuges. 
A partir de la época del principado se otorgó la acción para reclamar los 
alimentos por el procedimiento de la cognitio extra ordimen bajo un carácter 
sumario, el cual se realizaba  directamente ante el príncipe o bien ante 
funcionario que éste delegara para pronunciarse sobre el derecho de 
percibir alimentos con independencia de que el parentesco haya quedado 
plenamente acreditado. Luego se encuentra en el Digesto 25, 3, 5, 10 que 
“si alguno de éstos se negaré a dar alimentos, se señalarán los alimentos 
con arreglo a sus facultades; pero si no se prestasen, se le obligará a dar 
cumplimiento a la sentencias tomándole prendas y vendiéndolas” (págs. 2-
8). 
Según Guzmán García (2004) el matrimonio en el derecho romano era 
considerado  como la unión de un hombre y una mujer, con la intención de ser 
marido y mujer;  es una situación jurídica fundada en la convivencia conyugal y el 
affectio maritalis. No es necesario, por lo demás, una convivencia efectiva: el 
matrimonio existe aunque los cónyuges no habiten en la misma casa, y siempre y 
cuando uno y otro se guarden la consideración y respeto debidos – honor 
 matrimonii-  De ahí se puede decir que el matrimonio se interpreta no en sentido 
material sino ético ejemplo de ello es que el matrimonio puede contraerse en 
ausencia del marido, entrando la mujer en la casa de éste y dando así comienzo a 
la vida en común. No hay matrimonio si la ausente es la mujer (pág. 110). 
2. Antecedentes de la Pensión Alimenticia en Nicaragua 
López Martínez & Saballos Gaitán(2006, págs. 25-29), expresan:  
En el año 1866 entra en vigencia el primer Código Civil; durante el período del 
presidente Tomás Martínez, basado en las leyes coloniales de la antigua 
monarquía española, leyes  que a su vez fueron influenciadas por las leyes 
romanas,  el derecho feudal, canónico y la costumbre que institucionalizaban los 
valores imperantes en la sociedad. 
Este código se caracterizaba porque el matrimonio tenía que verificarse ante la 
autoridad eclesiástica decretándose de ipso jure la sociedad de bienes entre 
cónyuges formando la sociedad conyugal, daba todas las facultades al  hombre, 
para administrar los bienes de la mujer una vez que éstos se casaban, los padres 
(hombres) administraban el dinero de sus hijas, para posteriormente ser asumido 
por los esposos; la patria potestad, siempre que estuviesen casados,  por lo que el 
poder paterno, le confería el derecho de encarcelar a sus hijos para corregirlos. 
Si el hombre o mujer tenían hijos fuera del matrimonio, éstos eran considerados 
“ilícitos e ilegítimos”. Con dicho calificativo suponían que los hijos nacidos extra 
matrimonialmente, fuesen un delito. 
 En 1904, fue aprobado el Código Civil vigente, derogando el anterior, éste 
regulaba en su título IV, capítulo único, artículo 283 y siguientes la obligación 
alimenticia en Nicaragua.  
 Establecía un concepto de alimentos que comprendía el sustento la habitación, 
vestido, asistencia médica y la educación e instrucción del alimentario cuando éste 
era menor. La LDA 143 vigente, amplía el concepto al incluir las necesidades 
culturales y de recreación, la asistencia de rehabilitación y de educación especial 
cuando se trata de personas discapacitadas; el derecho subsiste aún después de 
la mayoría de edad bajo la condición de que aún no se hayan concluido los 
estudios superiores y que los mismos se estén realizando de manera provechosa.  
De acuerdo a Baca Somarriba (1986),antes de la revolución existía el juzgado 
tutelar de menores con una doble dependencia orgánica, por un lado la corte 
suprema de justicia y por otro la junta nacional de asistencia y prevención social 
(JNAPS); la corte nombraba al juez propietario y al suplente que era el propio 
secretario de actuaciones, la JNAPS por su lado nombraba a los integrantes del 
grupo asesor técnico integrados por trabajadores sociales, psicólogos, y demás 
personal administrativo; había el tribunal de menores, cuerpo colegiado por tres 
miembros designados: uno por la corte suprema, el segundo por el ministerio de 
gobernación y el tercero por la JNAPS, este tribunal era el superior del juzgador 
tutelar y conocería en revisión los casos resueltos por el juez. 
Con la revolución se independizó la oficina de orientación y protección familiar al 
darse la ley creadora de los ministerios eso permitió la sustracción a los 
inspectores del trabajo de la competencia que ejercían en relación a las 
obligaciones alimenticias-administrativas, competencia que pasó al Ministerio de 
bienestar social por la ley de reforma al Código del trabajo y a los decretos 
referidos a la protección familiar. 
En mil novecientos setenta y nueve, es que desaparece la JNAPS y asume las 
funciones de lleno el nuevo ministerio de bienestar social, este asume funciones 
en materia de asistencia social en la totalidad que ejercía la JNAPS y también al 
personal del juzgado tutelar que pasa a bienestar social. 
 Mediante el estatuto fundamental en julio de mil novecientos setenta y nueve se 
establece la igualdad de todos los nicaragüenses y en agosto del mismo año se 
consignan bases fundamentales de las nuevas formas de relaciones familiares y 
sociales (Baca Somarriba, 1986, págs. 5-8). 
3. Fuentes de las Relaciones Familiares 
Para Rocha Padilla & Flores Pineda (2003), varias son las fuentes de las 
relaciones familiares, así en primer término debe señalarse: 1) el matrimonio que 
crea la condición de cónyuges, surgiendo de él, la afinidad 2) la filiación que 
origina el parentesco por consanguinidad; 3) la adopción,  que crea un alcance 
limitado entre el adoptante y el adoptado, sobreponiéndose a las relaciones que 
resultan del parentesco natural, como sucede en la adopción ordinaria e incorpora 
plenamente al adoptado a la familia  del adoptante, con desplazamiento de los 
vínculos de la filiación anterior, que es lo que ocurre en la legitimación adoptiva; la 
afinidad que resulta de una combinación del matrimonio y la filiación que puede 
existir sin matrimonio como relación de conocimiento carnal, que da origen a la 
unión de hecho estable, como lo reconoce la legislación nicaragüense y la mayoría 
de las legislaciones (pág. 9). 
3.1. El parentesco 
Es el estado jurídico de las personas físicas y como tal de carácter general, 
permanente y abstracto, que crea vínculos jurídicos, no sólo entre los miembros 
de la relación, sino respecto a terceros, el estado que se deriva del parentesco 
constituye un atributo de la personalidad, conocido como estado civil o familiar. Es 
la relación de familia que existe entre dos personas. 
Nuestro Código Civil establece en el título preliminar XVIII  que: “El parentesco es 
el vínculo que une a las personas descendientes de una misma estirpe. La ley no 
reconoce este vínculo más allá del sexto grado”. 
 La doctrina reconoce tres clases de parentesco: Consanguíneo, que es la relación 
que existe entre dos personas  que tienen sangre en común, porque una 
desciende de la otra, procediendo de un antepasado común; afinidad, la que 
deriva del matrimonio, o de la unión de hecho existiendo  el parentesco de afinidad 
entre el marido y los familiares de su cónyuge y viceversa; y el parentesco civil 
nacido de la adopción que sólo se establece entre el adoptante y el adoptado 
(Rocha Padilla & Flores Pineda, 2003, pág. 10). 
Según el Diccionario Jurídico General (Martínez Morales, 2006, pág. 852): 
a. El parentesco consanguíneo: Se establece entre personas que 
descienden de un mismo progenitor. 
b. El  parentesco por afinidad: se adquiere por el matrimonio y existe entre 
los parientes consanguíneos del esposo con la esposa y entre los parientes 
consanguíneos de ésta  con su cónyuge. 
c. El parentesco civil: según la doctrina se establece sólo entre el adoptante 
y el adoptado. Cabe aclarar que nuestra legislación no reconoce éste 
último. 
Nuestra legislación (Art. 1 Decreto No. 862) lo equipara a un parentesco 
consanguíneo, ya que el adoptado entra a formar de la familia del adoptante, 
creándose los mismos vínculos jurídicos y de parentesco que ligan a los hijos con 
los padres. (Rocha Padilla & Flores Pineda, 2003, pág. 11) 
Para determinar  la cercanía de parentesco, el Código Civil determina en el título 
preliminar XVIII que: La proximidad del parentesco se establece según el número 
de las generaciones. Cada generación forma un grado. 
La serie de grados forma la línea. Es línea recta la serie de grados entre las 
personas que descienden una de otra. Es línea colateral la serie de grados entre 
las personas que tienen una estirpe común sin descender la una de la otra. La 
línea recta se divide en descendente y ascendente. La primea une la estirpe con 
 aquellos que de ella se derivan; la segunda liga a una persona con aquellas de 
quienes descienden. 
4. Concepto de Alimentos 
Previo a realizar un estudio sobre las nociones doctrinarias que se tienen en torno 
a la figura de los alimentos, consideramos esencial el tratamiento o 
conceptualización que le da la vigente Ley de Alimentos No. 143, que su  Art.2 
contempla una definición legal de alimentos, estableciendo que: Se entiende por 
alimentos todo lo que es indispensable para satisfacer las necesidades siguientes: 
 Alimentarias propiamente dichas 
 De atención médica y medicamentos 
 De vestuario y habitación 
 De educación e instrucción y aprendizaje de una profesión u oficio 
 Culturales y de recreación 
Seguramente el legislador al crear esta ley y especificar en ella detalladamente lo 
que comprende el concepto  de alimentos, pretendió con ello que no  fuera eludido 
por el juzgador ningún elemento importante al momento de determinar la  pensión 
alimenticia y a su vez que el obligado tuviera en claro qué comprendía el concepto 
alimentos según nuestra legislación.  
El derecho a los alimentos constituye un elemento importante para el desarrollo de 
los países, y tan relevante ha sido su reconocimiento en los cuerpos legales 
nacionales e internacionales que se han adoptado convenios internacionales en 
los que se reflejan algunos principios concernientes a la obligación alimenticia. Es 
por ello que pretendemos realizar un análisis en cuanto a valorar qué tanto se han 
ajustado las disposiciones que regulan este derecho a la realidad nacional de los 
países. 
 Dicho así, la palabra alimento proviene del latín “alimentum ab alere” alimentar, 
nutrir. En sentido recto, significa las cosas que deben sustentar el cuerpo y en el 
lenguaje jurídico se usa para designar lo que se da a una persona para atender a 
su subsistencia (Ibarrola, 1993, pág. 131). 
Los juristas españoles: Gutiérrez Alviz y Armanio definen los alimentos así: 
Alimentatum: Alimento, bienes indispensables para la existencia y abarcan no sólo 
los necesarios para la alimentación o nutrición del alimentarius, si no los precios 
para su alojamiento y vestido. Pueden ser debidos en virtud del parentesco 
próximo, por imposición de la ley o por disposición testamentaria en forma de 
legado (Meza M. A., 2010, pág. 141). 
En este sentido el jurista Belluscio entiende por alimentos “El conjunto de medios 
materiales necesarios para la existencia física de las personas y en ciertos casos 
para su instrucción y educación” (Belluscio, 1979, pág. 389). 
No obstante para Eduardo Couture, los alimentos son bienes de consumo, con los 
que el hombre satisface sus necesidades materiales y por extensión, espirituales o 
morales (Meza M. A., 1999, pág. 89). Se evidencia pues hasta aquí la 
discrepancia entre ambos autores respecto al concepto de alimentos; de ahí la 
importancia y transcendencia que ha tenido en los litigantes y jueces mismos, que 
la Ley de Alimentos haya especificado lo que los mismos comprenden.  
Según la doctrina, los alimentos deben proveer a la manutención del alimentista  y 
habilitarlo para poder seguir subsistiendo por su propio esfuerzo, es por eso que 
los alimentos atendiendo a su extensión, pueden ser cóngruos o necesarios 
(López Martínez & Saballos Gaitán, 2006, pág. 90). 
Aunque como veremos a lo largo de nuestra investigación, la Ley de alimentos 
detalla aquellas personas que están facultadas para ejercitar éste derecho,  
existen algunos casos en los que la obligación de otorgar la pensión alimenticia,  
 persistirá mientras dure la necesidad del alimentario y no pueda éste; a corto ni 
largo plazo, valerse por su propios medios para  obtenerlos. 
4.1. Clases de Alimentos 
Los alimentos pueden clasificarse de distintas maneras, todo depende del ángulo 
desde el cual enfoquemos la clasificación. Apoyándonos en López Martínez & 
Saballos Gaitán (2006) encontramos la siguiente clasificación: 
a) Alimentos Cóngruos: Son los que habilitan al alimentado para subsistir 
modestamente de un modo correspondiente a su posición social. Debiendo 
tomarse en cuenta la situación social de quién demanda los alimentos, 
íntimamente vinculada a la del que debe darlos; el vestuario, la habitación y 
particularmente la educación deben de estar de acuerdo con estas 
circunstancias. Este tipo de alimento no suponen lujos y abundancia, sino 
procuran un vivir decoroso y modesto (también se les puede llamar 
alimentos civiles) (pág. 90). 
 
De la misma manera la Enciclopedia Jurídica Española establece que 
éstos: “Comprenden  todo lo necesario para la sustentación, alimentación, 
habitación, vestido, asistencia médica e instrucción de los menores de 
edad” (Mendoza Durán & Quezada Ardila, 2005, pág. 33). 
Para el jurista, Meza Barros (pág. 252) se deben alimentos cóngruos a las 
siguientes personas: 
1. Cónyuge 
2. Descendientes y Ascendientes Legítimos, 
3. Hijos naturales y a su posterioridad legítima, 
4. Donante de una donación cuantiosa, 
5. Adoptante y adoptado 
6. Hijo ilegítimo concebido a la fecha de la violación, estupro o rapto de 
la madre. 
 Es dable aclarar que el orden que éste menciona, está fuera de toda aplicación en 
la legislación nicaragüense, porque en principio como hemos mencionado la 
Constitución política establece la igualdad de los hijos (Art. 75) y a su vez la Ley 
de Alimentos ya establece un orden en cuanto a los sujetos a quienes se les 
deben alimentos en sus  Arts. 6 y 7. 
b) Alimentos Necesarios: Son los que le dan lo que basta para sustentar la 
vida, son de alcance limitado ya  que sólo deben procurar únicamente al 
alimentado lo suficiente para sustentar la vida (pág. 90). 
 
c) Alimentos materiales e inmateriales: Los  primeros están integrados por 
la alimentación, habitación, vestido y asistencia médica. Los segundos por 
la educación e instrucción del obligado. 
Según Rocha Padilla & Flores Pinedalos medios de existencia del orden material 
son el sustento, el vestido, la habitación y la asistencia médica; los del orden 
intelectual están comprendidos en la instrucción, que es la enseñanza; y los de 
orden moral  en la educación, que significa dirección de la voluntad (2003, pág. 
75). 
d) Alimentos  legales, voluntarios y judiciales: Los primeros son los que se 
otorgan por la ley en virtud de determinadas causas, siendo la principal el 
parentesco. Los segundos son los  que surgen de un contrato o convención  
o de un acto testamentario. Los terceros son los que se otorgan por el juez. 
En los alimentos legales las leyes determinan obligaciones que no  pueden ser 
omitidas, son de estricto cumplimiento y manda a prestarlos, así como la cuarta 
conyugal que se le debe otorgar al cónyuge sobreviviente, en materia de Derecho 
Sucesorio (Mendoza Durán & Quezada Ardila, 2005, pág. 34). 
 e) Los voluntarios: Descansan en los acuerdos de las partes (contrato o 
testamento) estableciendo: El modo, tiempo, cuantía, y a quien o quienes 
se proporcionarán etc. 
 
f) Los judiciales Otorgados por virtud de la ley, tanto los padres como los 
hijos e hijas, se encuentran en la obligación de proporcionarlos, el juez a 
través de sentencia establecerá a quien se le proporcionará pensión y 
demás condiciones (Mendoza Durán & Quezada Ardila, 2005, pág. 33). 
También dentro de esta categoría encontramos los Alimentos Provisionales los 
cuales tienen un carácter temporal durante el transcurso del juicio, hasta que se 
dicte sentencia. 
Es la cuota alimentaria establecida en tal calidad, expresada normalmente en 
dinero y destinada a ser consumida por el beneficiario, podrá ser así desde el 
principio de la causa o en el transcurso de ella (Kielmanovich, 2009, pág. 71). 
Impuesto mediante sentencia: son emitidos por los jueces, dando termino al 
proceso judicial, mediante el cual obliga a los padres, a los hijos o a los cónyuges 
(según el cada caso) a proporcionar una suma determinada de dinero a favor de 
los alimentados en concepto de pensión de alimentos. 
4.2. Definición y características de la Pensión Alimenticia 
Según Cabanellas, es la asistencia que por ley, contrato o testamento, se dan a 
algunas personas para su manutención y subsistencia; esto es, para comida, 
bebida, vestido, habitación y recuperación de la salud además de la educación e 
instrucción, cuando el alimentario sea menor de edad (1998, pág. 31). 
Para Baca Somarriba (1986), las características principales de la pensión 
alimenticia, son varias y entre ellas tenemos: 
1) Brindar protección a todos los menores de edad, sin discriminación alguna. 
 2) La inembargabilidad por ningún otro tipo de obligación  
3) Es un derecho inherente a la persona humana de conformidad con el Art.25 
de la declaración universal de los derechos humanos  
4) Es un derecho autónomo del menor, ya que tiene fundamento histórico. En 
la carta de Ginebra, los congresos panamericanos del niño, las distintas 
conferencias y congresos a nivel mundial, regional y nacional (pág. 17). 
5. Justificación y Fundamento Legal de la Pensión Alimenticia 
Las disposiciones jurídicas que fundamentan el derecho a una pensión alimenticia 
en Nicaragua, se encuentran dispersas en leyes, decretos y tratados 
internacionales. 
De ahí la importancia de regular éste derecho, que hace posible la reclamación del 
mismo de acuerdo al procedimiento aplicable a cada caso concreto y a su vez 
permite que las personas interesadas conozcan lo que pueden y no hacer y lo que 
están obligados a realizar (López Martínez & Saballos Gaitán, 2006, pág. 36). 
Por ello, la obligación alimentaria es sinónimo de deber jurídico, se le define como 
el estado de necesidad  jurídica en que se encuentra una persona o un conjunto 
de personas de hacer o no hacer algo (Cabanellas, 1991, pág. 56); así mismo 
cabe destacar que el deber de dar y recibir alimentos, es una relación jurídica 
dotada de contenido patrimonial-económico necesario para cubrir las necesidades 
del beneficiario alimentista. 
Según Meza (1999), la obligación legal de alimentos se funda en la relación de 
próximo parentesco que ha de existir entre el alimentante y el alimentista. Los 
presupuestos para que nazca dicha obligación son: 
1. Debe existir parentesco entre el reclamante y el que tiene el deber de 
prestarlos. 
2. El estado de necesidad del alimentista (quien reclame se encuentre 
en una situación de no poder proveerlos por sí mismo). 
 3. Capacidad económica del obligado. 
 
En el Art. 1 de la LDA se considera que el deber de dar alimentos y el derecho de 
recibirlos se funda en la familia y en forma subsidiaria en la unión de hecho 
estable. 
Esto se debe a que nuestra Constitución consagró en su Art.72 que el matrimonio 
y la unión de hecho estable están protegidos por el Estado;  descansan en el 
acuerdo voluntario del hombre y la mujer. 
6. Naturaleza jurídica de la obligación alimentaria 
En relación a la naturaleza jurídica de la obligación alimentaria; la misma está 
integrada por elementos patrimoniales, éticos y sociales que tienen influencia  en 
la defensa de la vida y el desarrollo de la personalidad del alimentario y la 
convierte en una obligación sui generis (Orozco Gadea G. A., pág. 37). 
“La obligación alimentaria es aquella que por imperativo legal, tienen ciertos 
parientes para con aquel a quien le falten los medios de subsistencia y siempre 
que no les resulte posible adquirirlos con su trabajo. Comprende los alimentos, así 
como habitación y vestuario, lo correspondiente a la condición del que los recibe y 
a los recursos del que los da” (Cabanellas, Diccionario de Derecho Usual, 1953, 
pág. 162). 
Sin embargo,  Belluscio considera que para la existencia del derecho alimentario 
se requiere del alimentista la falta de los medios de subsistencia y la imposibilidad 
para adquirirlos; y por parte del alimentante   que este disponga de una capacidad 
económica que supere a sus propias necesidades elementales (1979, pág. 390). 
Dicho así, se consideran requisitos para la existencia del derecho alimentario: 
 La falta de los medios de subsistencia, trátese de bienes o rentas, y la 
imposibilidad de adquirirlos con su trabajo. Pero también es necesaria la 
posibilidad económica del pariente a quién  los alimentos se solicitan, es decir que 
disponga de  medios que superen la atención de sus propias necesidades  
elementales, pues no podría obligárselo a privarse  de lo indispensable para 
contribuir a la subsistencia del pariente. 
7. Características de la obligación alimentaria 
Para Biagio Brugi dentro de la relación familiar, existen obligaciones que no 
pertenecen a la esfera del derecho, sin embargo, la relación entre cónyuges 
encierra relaciones jurídicas, así como entre hijos y parientes hasta cierto grado de 
consanguinidad, siendo en nuestra legislación el segundo de afinidad y cuarto de 
consanguinidad. Dentro de estas obligaciones mixtas (morales, jurídicas) se 
encuentran la de prestar alimentos, entrando el derecho a reglamentar dicha 
obligación, cuando la familia, se separa, legal (divorcio) o de hecho (unión de 
hecho), dejando menores comunes (Cáceres Vílchez, 2011, pág. 78). 
7.1.1. Según la Doctrina 
De acuerdo con la doctrina estudiada por López Martínez & Saballos Gaitán 
(2006) los alimentos son: 
a) Un Derecho condicional y variable: Condicional, ya que sólo se debe si 
existe y subsiste la necesidad en el acreedor, y la posibilidad del deudor. 
Termina cuando el deudor alimentando deja de estar en la posibilidad de 
proveer los alimentos. Según el Art. 158 del Código civil, la obligación de 
dar alimentos se aplica en proporción a los haberes del padre y la madre.  
Además, las sentencias que ordenan la prestación alimentos dan lugar a la 
modificación (reforma) con el fin de reducir o aumentar el monto de la pensión;  así 
 mismo se puede solicitar la revocación de la misma y de esta manera actualizarla 
a las circunstancias de quien las da y de quien las recibe. 
En los juicios de alimentos no existe cosa juzgada, por tanto la reforma o la 
revocación tendrán lugar dentro de un proceso sumario y éste se podrá solicitar 
cuando cambia la situación económicas del alimentante, o bien cuando cambian 
las necesidades del alimentista (Ley 143, art.25). 
También cesa cuando se presentan las circunstancias previstas en la LDA tales 
como: Cuando los alimentistas alcanzan su mayoría de edad, cuando hayan sido 
declarados mayores por sentencia judicial, emancipados en escritura pública, por 
matrimonio, o cuando sean mayores de dieciocho años, salvo en casos de 
enfermedad o discapacidad que les impida obtener por sí mismos sus medios de 
subsistencia (Art 8). 
De ahí su variabilidad, pues está sujeto a cambios según las circunstancias que 
motiven cada caso concreto según lo prevé el Art 4 de la misma ley. 
b) Un derecho y una obligación recíproca: Dado a que los padres son los 
primeros obligados a proveer de alimentos a sus hijos, cuando éstos crecen 
hay una inversión de los papeles, y en ese momento serán sus padres 
quienes se encuentran en estado de desamparo y necesiten de alimentos, 
por tanto surge el deber de dar lugar a una relación de reciprocidad, es 
decir que los hijos están obligados a satisfacer las necesidades de sus 
progenitores. Cabe mencionar, que los alimentos se deben 
obligatoriamente a los padres sin importar que estos no hayan pasado 
alimentos a sus hijos (López Martínez & Saballos Gaitán, pág. 93). 
La Constitución dispone que los hijos, a su vez, tienen la obligación de respetar y 
ayudar a sus padres (Art. 73). De ahí que, la Ley de Alimentos prevé esta 
reciprocidad, estableciendo que también se deben alimentar a los ascendientes y 
descendientes del grado de consanguinidad más cercano (Art.7). Esta 
 reciprocidad significa que tanto los progenitores e hijos se ven sometidos a la 
misma prestación (Orozco Gadea G. A., pág. 38). 
c) Es una obligación personal, y puede transmitirse por herencia. Esto se 
debe a que los alimentos se determinan en cuanto a las circunstancias 
personales de quién los debe y de quién los recibe; es decir conforme a las 
posibilidades económicas del alimentante y las necesidades del alimentista 
Es una obligación personal, y se funda en el vínculo familiar consanguíneo, 
afinidad o jurídico (Cáceres Vílchez, 2011, pág. 80). 
d) No se extingue por cumplirse la obligación, siempre y cuando subsista 
la necesidad del alimentista. El (Art.26) de la LDA establece expresamente 
que se extingue la obligación de prestar alimentos por la muerte del 
alimentante que no dejare bienes para satisfacerla; o la muerte del 
alimentado. 
 
e) Es una  obligación de tracto sucesivo y divisible 
La prestación de alimentos se debe realizar  periódicamente,  las pensiones 
alimenticias se pagaran mensual o quincenalmente según el Art. 14 de la 
LDA 
7.1.2. Según la legislación Nicaragüense  
A la luz de lo establecido en la Ley de Alimentos (Art.13) las características del 
Derecho de alimentos son:  
1. Es un derecho imprescriptible: El derecho a reclamar los alimentos 
no prescribe, siempre que concurran los supuesto establecidos en la 
ley; es decir que los alimentos se deben brindar, a los hijos menores, 
hijos mayores discapacitados o los que estén  estudiando 
 provechosamente, el cónyuge imposibilitado para trabajar, padres 
desamparados. 
2. Es un derecho irrenunciable: El derecho a recibir los alimentos es 
irrenunciable, dado a que éstos son esenciales para la subsistencia del 
alimentado 
3.  Es un derecho intransferible: Dado a que los alimentos tienen un 
carácter personal en cuanto a la persona que los recibe y de quien tiene 
la obligación de darla, por tanto esto no es susceptible de ser 
transmitido a un tercero, puesto que la obligación de dar alimentos se 
extingue con la muerte del alimentista o bien por la muerte del 
alimentante cuando este no dejare bienes para satisfacerla (LDA, art. 
26). 
En cuanto a la intransmisibilidad de la misma por causa de muerte, la doctrina 
estudiada existen dos posturas (López Martínez & Saballos Gaitán, 2006): 
La primera es que con la muerte del obligado a dar los alimentos (deudor) 
desaparece y no se transmite a los herederos, esta postura esgrime sus 
argumentos de que la misma es personal, o sea que surge de los lazos familiares 
que unen a los sujetos acreedor y deudor alimentario. Que  la muerte extingue los 
lazos familiares y por consiguiente, están extinguidas  las causas  que le dieron 
origen, además se extingue su efecto: La obligación alimentaria. 
La segunda sostiene que la deuda de alimentos al igual que cualquier otra, debe 
transmitirse a los herederos  y sucesores a título universal de herederos, ya que 
está deuda tiene una carácter general , patrimonial y que existiendo bienes en el 
haber hereditario, los mismos deben responder a todas las deudas del autor de la 
herencia, máxime que la alimentaria tiene un profundo sentido ético, si el acreedor 
hereditario tuviere como único deudor a la persona que fallece, el haber 
hereditario debiera seguir siendo su sostén (pág. 94). 
 Nuestra legislación acoge la segunda teoría, de tal manera que la obligación 
alimentaria que el deudor alimentante o difunto debía por ley a ciertas personas 
con derecho a recibir los alimentos, gravan la masa hereditaria (Art. 24 y 26 de la 
LDA); sin embargo el deber de dar alimentos no se puede transmite por causa de 
muerte a los herederos, por estar dotado de un carácter personal. 
4. Es un derecho no susceptible de transacción: Es nula la transacción 
sobre el derecho de recibir alimentos, pero se podrá transigir sobre las 
pensiones alimenticias ya debidas (art.2186 C); hay que aclarar que 
cuando se expresa los  alimentos ya debidos se refiere a las pensiones 
de alimentos atrasados por el término de doce meses, los cuales si son 
susceptibles de transacción. 
La ley prohíbe la transacción de este tipo de obligaciones, no pudiendo las partes 
terminar con la contra versión haciéndose recíprocas concesiones, puesto que en 
materia de alimentos no puede haber duda en su alcance y exigibilidad. Además 
en la transacción la persona necesitada podría recibir prestaciones inferiores a las 
que tiene derecho, frustrándose el fin humanitario que persigue (Duarte Barquero 
& Aburto Aguilar, 2010, pág. 29). 
5. Es un derecho no compensable: La LDA establece que los alimentos 
no son compensables con ningún tipo de deuda y tienen prioridad sobre 
cualquier otra deuda del alimentante (Art. 13). Por su parte nuestro 
Código civil dispone que no puede oponerse la compensación para  la 
demanda de alimentos (art. 2150 c.). 
De hecho sabemos que la protección de la ley estriba en que los alimentos no 
pueden ser embargados, es decir las cantidades en dinero o en especie 
destinadas a alimentos, pero tampoco existe compensación, con el fin de 
renunciar a pensiones alimenticias atrasadas, o transmitirlas a título oneroso o 
gratuito, pero si pueden renunciarse las pensiones atrasadas, sin condiciones, no 
así las futuras (Cáceres Vílchez, 2011, pág. 80). 
 6. Tiene un carácter preferente: La pensión alimenticia tiene prioridad 
sobre cualquier otra deuda que pueda tener el deudor alimentante  
(LDA 143, art.13). 
 
7. Retiro de inmunidad a los Funcionarios Públicos: Según el Art.130 
párrafo 4 de la Constitución política  establece que los funcionarios 
públicos gozan de inmunidad, no pueden ser detenidos, ni procesados, 
excepto en causas relativas a los derechos de familia y laborales. Lo 
que deja claramente enunciado la protección que el Estado debe 
brindar a los niños, niñas y adolescentes en materia de alimentos. 
 
 
8. Sujetos de la relación alimentaria 
La obligación de brindar alimentos es impuesta por la ley  y existen dos partes: El 
primero denominado alimentante quien se constituye como el deudor  de la 
obligación de proporcionar los alimentos y el segundo es el alimentista, o 
acreedor de la relación y tal goza del derecho a recibir dicha prestación en 
concepto de alimentos. 
A su vez todos los miembros de la familia que sean mayores y se encuentren en 
plena capacidad, están llamados a colaborar en la alimentación de la familia, de 
acuerdo a sus posibilidades, esto implica que podrán contribuir con dinero o en 
trabajos del hogar (Art. 3 LDA 143). 
La  misma ley en su Art. 6 establece un orden de prelación dando prioridad a los 
hijos, después al cónyuge y finaliza con el compañero en unión de hecho estable. 
En cuanto a la relación que se establece con los hijos, la obligación ha de 
considerarse recíproca, dado que a su vez los hijos e hijas deberán proporcionar a 
los padres alimentos, cuando éstos carezcan de los medios para obtenerlos.  
 Los alimentos se deben también a los ascendientes y descendientes en el grado 
de consanguinidad más cercano; cuando se encuentren en estado de desamparo. 
No sólo los menores pueden pedir protección según la Ley de alimentos, sino 
también todos aquellos que faculta la ley, siempre que tengan la imposibilidad de 
obtener los recursos para su subsistencia, a juicio del juzgador (Mendoza Durán & 
Quezada Ardila, 2005, pág. 36). 
8.1. Alimentantes 
Padres: Es una consecuencia de orden puramente patrimonial de parentesco del 
estado de familia(Belluscio, 1979). 
La madre y el padre están obligados a satisfacer las necesidades alimentarias de 
sus hijos conforme a su condición y fortuna (Meza M. A., 2010). Tanto el hombre 
como la mujer tienen iguales derechos y responsabilidades dentro de las 
relaciones familiares (Art.73 Cn.); por tanto los padres están obligados a 
mantener, educar, instruir o procurar una profesión o arte al hijo. 
 El matrimonio impone a ambos cónyuges la obligación de mantener, educar e 
instruir a los hijos comunes (art. 158 C). 
Hijos: Aquí desaparece la diferenciación entre legítimos, naturales y jurídicos 
(adoptados), colocándoles en una sola categoría “hijos”, sin distinción alguna, 
pues lo fundamental es el parentesco que determina dicha obligación (Cáceres 
Vílchez, 2011, pág. 80). 
Cónyuges y compañero de unión de hecho estable: Esta  obligación descansa 
en la convivencia mutua. 
El autor argentino López del Carril (1984) expresa que: la Unión de hecho estable 
es la libre es la unión de hombre y mujer exentos de todo impedimento para 
contraer matrimonio, con permanencia y ostensibilidad matrimonial; pero tampoco 
 esta figura es un “matrimonio de hecho” como figura en algunas constituciones 
que asimilan la unión libre al matrimonio que llaman “de hecho” si se dan todas las 
circunstancias legales que permitirían a los convivientes unirse en matrimonio 
(López del Carril, 1984) . 
5.2 Alimentados, Beneficiarios 
El Art. 3 LDA establece que todos los miembros mayores están obligados a 
contribuir a la alimentación de la familia, sin embargo, según Cáceres Vílchez, la 
reclamación de alimentos no tiene un orden estricto riguroso, pues éstos se 
reclamarán de acuerdo a quien existe físicamente, si lo es en nombre de los hijos, 
al cónyuge, o compañero (a) en unión de hecho, a los hijos respecto a los padres, 
el nieto al abuelo o viceversa; pues no se exige un procedimiento de agotar, hasta 
llegar al que le corresponde en orden, de tal forma que se hará atendiendo a la 
circunstancia y necesidad (2011, pág. 82). 
 Hijos menores: Se debe alimentos primeramente a los hijos en igualdad, sin 
importar su origen de filiación. 
Hijos mayores de 21 años si están estudiado provechosamente (no hay límite de 
edad establecido en la Ley de Alimentos). 
Los padres están obligados a sufragar los gastos que demande la educación 
alimentista, si los estudios se realizan con provecho tanto en el tiempo como en el 
rendimiento académico (Meza M. A., 2010, pág. 219). 
Padres: Los hijos están obligados a satisfacer las necesidades de sus padres; se 
deben alimentos a los ascendientes en el grado de consanguinidad más cercano 
(art. 7, Ley 143), esto se aplica en los casos en que los padres se encuentren en 
imposibilitados de obtener ingresos por sus propios medios, ya sea por que se 
encuentre en  estado de vejez o desamparo. 
 Cónyuge: En caso de no poderse valer por sí mismo es decir cuando se 
encuentre imposibilitado para trabajar o mientras dure su imposibilidad.  
Compañero en unión de hecho estable: Para Cáceres Vílchez en este punto 
nos encontraríamos con la limitante de no estar reglamentado para otros aspectos 
jurídicos. Si partimos que tendrá el mismo carácter del matrimonio, cómo 
podríamos regular aquellos que tienen su matrimonio legalmente y la concubina 
de cinco a más años con hijos, aspectos que también inciden los derechos 
sucesorales, empero la ley les ha incluido partiendo que se trata de una unión de 
hecho estable, única, como protección a derechos humanos obligatorios, 
“alimentos”, parámetros (Artículos) únicamente para imponer monto alimenticio a 
hijos o a compañera (o) valetudinarios o con impedimento físico permanente. 
Con relación a los ascendientes le incluye en otras legislaciones u los que lo son 
de matrimonio y extramatrimoniales, a lo que llamaríamos nosotros los de hecho 
igual con los descendientes por razones jurídicos, dentro de la línea encontramos, 
además a los hermanos, la ley no les señala de forma expresa, pues habla de 
ascendientes o descendientes, dejando la obligación de carácter moral, en la 
legislación Española se incluye en el Arto. 143 último párrafo, con carácter 
restringido y subsidiario, siempre y cuando no haya familiares de mejor derecho 
(Cáceres Vílchez, 2011, pág. 81). 
9. Extinción y Cesación de la obligación 
La Ley de alimentos (Ley 143) establece en su art. 26, que la obligación de prestar 
los alimentos se extingue por: 
 Por muerte del alimentante que no dejare bienes para satisfacerla. 
 Por muerte del alimentista. 
 
 En el art. 8 y 27 de la Ley 143 se dispone que los casos en que la prestación de 
los alimentos cesa: 
1) El alimentado alcanza la mayoría de edad (21 años). No debe entenderse a 
los 18 años para la mujer, pues esta edad es para casarse sin permiso. Sin 
embargo, el Arto. 8 dice hasta cuando son mayores de 18 años. 
2)  Cuando se haya declarado mayores, mediante sentencia, emancipados, o 
por matrimonio. 
3) Al contraer nuevo matrimonio el cónyuge o establezca una nueva unión de 
hecho estable o alcance solvencia económica. 
4) Cuando que los presta se ve imposibilitado de continuar prestándolos. 
5)  Termina la necesidad del alimentado. 
6) Que el alimentado, injurie, calumnie, falta, o produzca daños graves contra 
el deudor alimentante. 
7) Ingratitud del alimentado. 
 
9.1. Excepciones 
Tal como expresa Cáceres Vílchez (2011):  
a. 18 y 21 años son las edades señaladas por la ley para que cese la 
obligación alimentista, excepto si están estudiando, teniendo por condición 
que el estudio sea provechoso, pero tal artículo crea una antinomia, al decir 
mayores de 18 y mayoría de edad. 
 
b.  18 y 21 años, pero existen casos en que los alimentados poseen 
enfermedades tales como leucemia, cáncer, asma, etc., que requieren de 
tratamiento permanente o poseen discapacidad que por sí mismos no 
pueden proveerse sus alimentos y cubrir sus necesidades. 
 
c. Se dice que los alimentos no son repetibles al alimentado, sin embargo el 
Art. 12, establece que cuando un obligado pagare alimentos y existieren 
 otros a quienes debe reclamárselos, éste puede reclamar el total de lo 
pagado, por ejemplo, el abuelo paga los alimentos que el hijo no ha 
sufragado para su nieto, éste puede reclamarle al padre del menor el monto 















 CAPÍTULO II 
PROCEDIMIENTO PARA FIJAR LOS ALIMENTOS 
1. Procedimiento administrativo 
La Ley de responsabilidad paterna y materna (Ley 623) y  su reglamento, 
establecen el método de la conciliación como una forma de resolución alterna para 
la solicitud de alimentos en sede administrativa, la cual se realiza ante las 
instalaciones del Ministerio de Familia o en cualquiera de las delegaciones 
departamentales de esta institución. 
La conciliación administrativa es extrajudicial, es decir que las partes resuelven 
sus problemas sin tener que  acudir a un juicio. La conciliación fuera del proceso 
judicial es un mecanismo flexible, el cual involucra la figura del conciliador quien 
es una persona calificada que actúa como un tercero que con el objetivo de que 
las partes lleguen a un acuerdo propuesto por ellos mismo. 
Este procedimiento administrativo de conciliación está contemplado para los 
conflictos familiares sobre la guarda, los alimentos y relaciones entre padre madre 
e hijos. 
1.1. Definición de conciliación 
Para establecer una definición de conciliación, podemos recurrir al reglamento de 
la Ley de 623, la cual establece  en el Art 43 “que la conciliación, es un medio 
extrajudicial alternativo de resolución de conflictos, a través del cual  los 
recurrentes pretenden resolver directamente un litigio, de manera amistosa, con la 
intervención de un tercero que actúa de manera imparcial”. 
1.2. Características de la conciliación 
a) Es un procedimiento voluntario. 
 b) Es un proceso ágil, que se da con mayor celeridad en comparación con el 
proceso judicial. 
c) Los acuerdos se rigen por la autonomía de voluntad de las partes, siempre 
que no contravengan con la moral, el orden público y el interés superior del 
niño niña o adolescente. 
d) El conciliador aplicará técnicas de diálogo positivo para que las partes 
propongan soluciones, no obstante puede proponer soluciones pero las 
partes no están obligadas a acordar según los términos que éste proponga. 
 
1.3. Ventajas de la conciliación 
 
a) Es un método ágil y expedito, que ayuda a obtener soluciones rápidamente, 
ya que no lleva mayores trámites ni es tan riguroso como los procesos 
judiciales. 
b) Es un procedimiento gratuito que ofrece el Ministerio de la Familia para la 
solución de los conflictos familiares. 
 
1.4. Partes que intervienen en procedimiento de la conciliación 
 
1.4.1. El solicitante 
Es aquel padre o madre de familia que acude ante las delegaciones del Ministerio 
de la familia a solicitar la realización de la audiencia de conciliación con el fin de 
que se cite al otro progenitor para lograr un convenio acerca del cumplimiento de 
las responsabilidades hacia sus hijas o hijos menores o con capacidades 
diferentes.  
Sin embargo el solicitante es aquel que ostente la tutela del menos ya sea el padre 
o la madre, en representación de los derechos y el interés del niño, niña o 
adolescente. 
 Podrá también ser solicitante de los alimentos en la vía administrativa, el hijo 
mayor de edad que continúe con sus estudios superiores de manera provechosa. 
1.4.2. El invitado a conciliar 
Es la parte a la cual se le solicitan las prestaciones de alimentos comúnmente  
alguno de los progenitores y por tanto el conciliador lo invita a acudir y participar 
de la audiencia de conciliación que se realiza ante las delegaciones de 
MIFAMILIA. 
En caso que el padre o madre se encuentre en el extranjero, podrán conciliar a 
través de un apoderado especial debidamente acreditado para este acto (Decreto 
número 102-2007, art.52). 
1.4.3. El niño, niña o adolescente 
La audiencia de conciliación podrá realizarse con la presencia de los hijos 
menores, cuando a criterio del conciliador sea necesario, el cual deberá atender a 
la  edad y grado de madurez del niño, niña o adolescente. 
1.4.4. El conciliador  
El conciliador designado será un funcionario del Ministerio de la Familia, 
especialista en solución de conflictos familiares, u otro especialista quién por su 
capacidad y experiencia en el área de conciliación familiar sea nombrado para el 
caso en cuestión; dicho conciliador actuará como Ministerio de la Familia, 
Adolescencia y Niñez.  
El conciliador juega el papel de un tercero, objetivo e imparcial con el fin de 
solucionar el problema mediante el acuerdo de voluntades de las partes en 
atención al interés superior del niño, niña o adolescente. 
 Según lo establecido en el art. 48 del reglamento de la Ley 623, las funciones del 
conciliador serán las siguientes: 
a) Convocar a las partes a la audiencia de conciliación mediante invitación, en 
la cual se señale día, hora y lugar. 
b) Informar a las partes del alcance efecto y procedimiento de la conciliación. 
c) Crear un ambiente de armonía y de diálogo abierto, en igualdad de 
condiciones de las partes. 
d) Mantener confidencialidad, y actuar de manera imparcial en todo momento. 
e) Elaborar y firmar el acta de conciliación en presencia de las partes. 
Otras funciones intrínsecas en su labor de conciliador son: 
f) Oír las propuestas de las partes 
g) Proteger en todo momento el interés superior del niño, niña o adolescente 
h) Proponer posibles soluciones para la resolución del conflicto en cuestión. 
 
1.5. Procedimiento conciliatorio de solicitud de alimentos 
La solicitud de alimentos en el ámbito administrativo  está contemplada en el título 
II, capítulo I, de la Ley de responsabilidad paterna y materna (Ley 623); y en esta 
misma línea su reglamento Decreto No. 102-2007, en sus artículos 43 hasta el 62 
establece las pautas del procedimiento conciliatorio. 
1.5.1. Presentación de la solicitud  
La madre, el padre o quien tenga la tutela del hijo o hija, podrán solicitar la 
audiencia de conciliación de manera personal o a  través de su apoderado 
especial, con relación al incumplimiento del deber alimentario del padre o la 
madre.  
 La madre o el  padre que presente la solicitud, lo hace en representación del 
menor de edad, o de la hija o hijo que siendo mayor de edad continúen estudiando 
con provecho o que tenga capacidades diferentes. 
De conformidad al art. 46 del Reglamento de la Ley 623, la solicitud de 
conciliación podrá realizarse de manera escrita o verbal, debiendo acreditar el 
solicitante lo siguiente: 
a) El nombre y generales de ley, cédula de identificación, domicilio del 
solicitante o los solicitantes. 
b) El nombre y domicilio del hijo o hija. 
c) Certificado de Nacimiento del hijo o hija.   
d) El nombre y domicilio de la persona con la que se desea conciliar. 
e) La dirección del centro de trabajo de la persona con la que se desea 
conciliar. 
f) Las causales que dieron origen al conflicto, o la solicitud de alimentos. 
En el caso que la solicitud de conciliación sea realizada de manera verbal, las 
delegaciones harán uso del formato de recepción establecido para este tipo de 
trámite administrativo; dicha solicitud deberá ser firmada por el solicitante y el 
funcionario que la recepcione. 
1.3.2 Invitación a la audiencia de conciliación 
Una vez que el conciliador reciba la solicitud de conciliación, y verifique la 
existencia del vínculo filial, deberá notificar a las partes dentro del tercer día hábil, 
a través de una invitación en la que se les convoque a celebrar la audiencia de 
conciliación. 
La oficina de conciliación se encargará de enviar la notificación de invitación a 
conciliar al domicilio o dirección del centro de trabajo de la contraparte. 
 1.3.3  Audiencia de conciliación  
La audiencia de conciliación deberá realizarse a más tardar dentro de los cinco 
días hábiles siguientes contados a partir de la notificación. 
Esta audiencia de conciliación se iniciará cuando estén presentes el conciliador y 
las partes interesadas, el niño, niña o adolescente cuando el conciliador lo 
considere necesario atendiendo a la edad y madurez del hijo o hija. 
Las partes podrán ser acompañadas por sus abogados durante la conciliación, 
pero cabe mencionar que no es necesario. El conciliador advertirá a los abogados 
que no podrán intervenir en la audiencia, solamente podrá asesorar a la parte que 
asiste. 
La audiencia se desarrollará de tal manera que cada parte expresará lo que tenga 
a bien; coordinados por el conciliador, quien después de escuchar a las partes 
podrá formular preguntas y proponer soluciones sobre aquellos puntos en que las 
partes no lleguen a un acuerdo. 
1.3.4 Inasistencia a la audiencia de conciliación 
Las partes podrán justificar su incomparecencia solamente una vez y por escrito, 
además deberán solicitar la reprogramación de la audiencia; por su parte el 
conciliador deberá resolver sobre la continuación del la conciliación de manera 
inmediata. 
Si la parte citada al trámite de conciliación no compareciera, el conciliador deberá 
realizar una segunda citación bajo apercibimiento que de no comparecer 
nuevamente, se levantará un acta que reflejará su incomparecencia, se 
establecerá el agotamiento de la vía administrativa, y se librará copia certificada 
del acta al Ministerio público. 
 1.3.5 Conclusión de la conciliación 
El conciliador levantará un acta que deberá ser firmada por las partes y por él, 
dando constancia de la forma de terminación de la audiencia conciliatoria, ya sea 
que las partes lleguen a un: 
a) Acuerdo total: Avenimiento en todos los aspectos del conflicto. 
b) Acuerdo parcial: Cuando haya un avenimiento parcial en algunos 
puntos del conflicto. 
c) Falta de acuerdo: Cuando las partes no logran llegar a un convenio o 
cuando se produce la Inasistencia de una de las partes a la segunda 
citación. En este caso el conciliador explicará a las partes de su derecho 
de acudir a la vía judicial. 
En el caso de que las partes lleguen a un acuerdo sobre la pensión de alimentos, 
se deberá establecer en dicha acta el monto y la forma de pago; cabe mencionar 
que de conformidad al art. 20 de la Ley 623, el acta de conciliación tendrá fuerza 
de título ejecutivo para hacer valer su cumplimiento ante la autoridad judicial que 
corresponda. 
1.3.5.1 Contenido del acta de conciliación 
Los requisitos que contendrá el acta de conciliación están establecidos en el art. 
61 del reglamento de la Ley 623; y son los siguientes: 
a) Número de acta y folio del libro de registro del Ministerio de familia 
b) Nombres y generales de ley del conciliador. 
c) Lugar, hora y fecha donde se llevó a cabo la conciliación. 
d) Nombres, apellidos y generales de las partes. 
e) Descripción de la controversia 
f) Acuerdos a los que llegaron las partes. 
g) Forma en la que se ha de hacer efectivo el cumplimiento de lo acordado. 
 h) Firma y huella digital de las partes 
i) Firma del conciliador. 
j) Sello de la delegación departamental 
 
1.3.5.2 Registro de las actas de conciliación 
Cada delegación departamental del Ministerio de la familia, adolescencia y niñez, 
llevará un Libro de Registro de Actas de conciliación, de la cual se emitirá 
certificación a solicitud de parte (Decreto No. 102-2007, Art.62). 
2. Procedimientos judiciales 
Los procesos que surgen en materia de familia están intrínsecamente 
relacionados con la guarda y tutela de los niños, niñas y adolescentes las 
relaciones entre madre padre e hijos y los alimentos.  
Los alimentos pueden ser establecidos tanto en los  juicios de alimentos como en 
los juicios de divorcio. Las pensiones de alimentos se establecerán en un primer 
momento al inicio del proceso, el cual regirá hasta que se establezcan 
nuevamente mediante sentencia que de término al juicio. 
El medio para reclamar el derecho de los alimentos se da en la vía judicial, a 
través de los juicios de alimentos y de divorcio. El proceso señalado para el pago 
de las prestaciones de alimentos es sumario, lo que indica que debe ser breve en 
atención a los derechos que están en juego (Meza M. A., 2010). 
Según DEMUS el “derecho de alimentos” concentra derechos humanos 
fundamentales, como la salud, la alimentación, el vestido, la vivienda, la educación 
y la recreación; siendo el juicio de alimentos el instrumento  para que los mismo se 
hagan efectivos (1995, pág. 3). 
 
 2.1 Causas por las que se inicia el Proceso Judicial 
En la mayoría de los casos la parte paterna no asume la responsabilidad de 
manera voluntaria, lo que hace necesario recurrir a la vía judicial (Meza M. A., 
2010). Pero  la responsabilidad legal de brindar los alimentos se establece en 
igualdad de condiciones tanto para la madre como para el padre, por lo cual si nos 
encontramos en el caso que una madre no vive con su hijo o hija y el padre es 
quien se encuentra criando el menor, el padre tendrá todo el derecho de reclamar 
judicialmente los alimentos para su hijo. 
Otra de las causas por la cual se pide alimentos para un niño, niña o adolescente, 
es cuando ambos padres son irresponsables, y dado que la Ley 143 es de orden 
público, cualquiera de los familiares que tenga la custodia del menor tiene la 
capacidad de representar al menor y exigir judicialmente los alimentos. 
También otros familiares, sean éstos  descendientes o ascendientes dentro del 
grado de consanguinidad más cercano, pueden demandar los alimentos, 
únicamente cuando se encuentren en desamparo (LDA 143, art. 7). 
2.2 Sujetos facultados para exigir alimentos 
 
a) El padre o la madre en representación de los derechos e intereses del niño, 
niña o adolescente, o del hijo mayor discapacitado, 
b) Los hijos mayores que se encuentren estudiando provechosamente (LDA 
143, art. 8). 
c) El cónyuge, en los juicios de divorcio, siempre que se encuentre 
imposibilitado de obtener por su propio esfuerzo ingresos para su 
subsistencia y cesará cuando éste llegue a tener solvencia económica, 
contraiga nuevo matrimonio o establezca una unión de hecho estable (LDA 
143, art.9). 
d) Los ascendientes o descendientes, tales como abuelos, nietos, hermanos 
que se encuentren en estado de desamparo (LDA 143, art.7). 
  
2.3 Parámetros para determinar la pensión de alimentos dentro de los 
procesos judiciales 
 
2.3.1 El interés superior del niño 
El interés superior del niño, niña o adolescente es el principio que conlleva al 
reconocimiento de la protección especial y todos los derechos que poseen los 
niños, niñas y adolescentes a través del Estado, las leyes y los instrumentos 
internacionales. Las autoridades deben atender sus decisiones en base a este 
principio lo que implica que todas las resoluciones judiciales o administrativas han 
de favorecer siempre al pleno desarrollo físico, psicológico, moral, cultural, social 
(Ley  623, art.3, & Código de la niñez y adolescencia art. 10). 
Toda actuación judicial debe velar por  el interés superior del niño, niña o 
adolescente el cual se constituye en una herramienta esencial para la solución de 
los conflictos judiciales que pudiesen comprometer o afectar los derechos e 
intereses de los mismos (Kielmanovich, 2009, págs. 44-45). 
Esto también fundamenta que el niño, niña o adolescente tiene derecho a ser 
escuchado de acuerdo a las circunstancias de la causa, a su edad y madurez a 
petición del juez cuando sea necesario para tomar una decisión que le pueda 
afectar en cuanto a las relaciones con su madre o padre (Ley 623, art.23). 
La  Convención sobre los derechos del niño, reconoce este principio en su art.3, 
estableciendo que es obligación del Estado a través de todas sus instituciones 
públicas o privadas atender al interés superior del niño, teniendo a su vez en 
cuenta los derechos y los deberes que deben ejercitar  sus padres. 
 
 
 2.3.2 Paternidad y maternidad responsable 
Corresponde conjuntamente tanto al padre como la madre la responsabilidad  del 
mantenimiento del hogar, mediante el esfuerzo común, con iguales derechos y 
obligaciones, para garantizar a sus hijos una buena crianza, educación y 
alimentación. 
Por consiguiente, el judicial deberá tomar en consideración: 
a) El capital o ingresos económicos del alimentante 
b) Su último salario mensual y global ganado 
c) Si el alimentante trabajare sin salario fijo o no se pudiere determinar su 
ingreso, el juez hará inspección de sus bienes y determinará una renta 
presuntiva 
d) La edad de los hijos y sus necesidades 
e) Los gastos personales del alimentante. (LDA, Art. 4) 
Para Baca Somarriba (1986), las pensiones alimenticias tienen las siguientes 
funciones fundamentales: 
a) Hacer del hombre y la mujer seres útiles a la sociedad y a sus semejantes 
brindándole aseguramiento al menor en su desarrollo físico y psíquico. 
b) Garantizarle al menor una existencia digna y de acuerdo a sus necesidades 
económicas. 
c) Contribuir a mejorar al menor las relaciones familiares padre, madre e hijos 
(pág. 17) 
 
2.3.3 Establecimiento de la pensión alimenticia 
Toda determinación de pensión tiene su origen en una solicitud de alimentos ante 
las autoridades administrativas o judiciales.  Respecto  al procedimiento 
administrativo las pensiones serán determinadas por las mismas partes en 
 coordinación con el conciliador que representa el interés superior del menor en 
nombre del Ministerio de Familia. 
La pensión de alimentos también puede ser establecida en los juicios de 
alimentos, siempre que se demuestre el vínculo paternal entre los hijos y las 
partes procesales.  
De igual manera en los juicios de divorcio se debatirán las pensiones que 
corresponden a los hijos procreados antes y durante el matrimonio o bien de los 
alimentos que corresponden al cónyuge cuando este se encuentre imposibilitado 
de obtener ingresos de sus propios medios. 
Durante el trascurso de todo proceso judicial en que se debatan los alimentos para 
los menores siempre se establecerá una pensión de alimentos con carácter 
provisional hasta que se resuelva la controversia mediante sentencia definitiva que 
determine la pensión del alimentado. 
2.3.4 Contenido de los alimentos 
La Ley de alimentos (Ley 143), establece en el artículo 2 que por alimento se 
entiende todo aquello que es indispensable para satisfacer las necesidades 
siguientes: 
a) Alimenticias propiamente dichas 
b) De atención médica y medicamentos. Esto comprende la asistencia de 
rehabilitación y de educación especial, cuando se trate de personas con 
capacidades diferentes, independientemente de su edad y según la 
posibilidad económica del alimentante. 
c) De vestuario y habitación. 
d) De educación e instrucción y aprendizaje de una profesión u oficio 
e) Culturales y de recreación. 
 
 2.3.5 Determinación del monto 
La autoridad judicial ha de tomar en consideración lo  establecido en la Ley 143 de 
alimentos para la fijación del monto o porcentaje a imponer  en concepto de 
pensión alimenticia, dado que ésta debe cubrir todos los rubros que se establecen 
en el art. 2, para el pleno desarrollo del niño, niña o adolescente. 
Es importante mencionar que en la demanda de alimentos o bien en el juicio de 
divorcio, la parte demandante debe hacer de conocimiento del juez el caudal 
aproximado que posee el demandado, así como de ofrecer toda prueba 
documental que se encuentre en su poder, tales como recibos que demuestren los 
gastos que se hacen en concepto de alimentos, habitación y vestuario del titular 
del derecho de alimentos, para que sean de estimación del juez al fijar las 
pensiones (Kielmanovich, 2009, pág. 72). 
Para la fijación de los alimentos también se tomará en cuenta lo siguiente (LDA, 
art. 4): 
a) El capital o los ingresos económicos del alimentante 
b) Su último salario mensual y global ganado, en caso de que este renunciare 
a su trabajo. 
c) La edad y las necesidades de los hijos. 
d) La edad y necesidad de otros alimentistas. 
e) Los gastos personales del alimentante. 
 
2.3.5.1 Dificultades para determinar la pensión 
La Ley 143 de alimentos no establece porcentaje sobre el salario del demandado 
por cada hijo lo que hace difícil la determinación del monto de la pensión 
alimenticia, pues los mismos se fijarán o variarán en relación a las posibilidades y 
recursos económicos de quien los debe y las necesidades de quien los recibe 
(Meza M. A., 2010). 
 Gracias al análisis que realizamos de los expedientes del juzgado primero de 
familia de Managua, podemos decir que en la práctica los jueces de familia 
determinan la pensión en porcentaje que varía desde un 25% hasta el 50% 
teniendo como base los ingresos ordinarios y extraordinarios del demandado.  
2.3.6 Forma de pago 
Belluscio (1979) establece que de forma teórica la obligación de dar los alimentos 
puede ser cumplida en dos maneras: la primera en un monto cuantificado en 
dinero, es decir mediante la entrega al alimentado de una pensión; y la segunda 
manera es en especie, mediante el suministro de vestimenta, comida etc. (pág. 
390). 
Las pensiones alimenticias son obligaciones divisibles ya que el juez podrá 
establecer que las pensiones alimenticias se paguen de manera mensual o 
quincenal (LDA, art. 14). Por tanto cabe mencionar que una obligación divisible es 
aquella que tienden a la obtención de un objeto que se puede cumplir en tractos, 
es decir que la prestación se puede cumplir de forma parcial (Guzmán García J. J., 
2006, pág. 68). Una obligación es divisible cuando es susceptible de cumplimiento 
parcial (código civil, art. 1953). 
Cuando a juicio del juzgador las circunstancias del deudor alimentante no le 
permitan pagar totalmente la suma de dinero de la pensión de alimentos, éstas  
podrán completarse con especies. 
En el caso que los demandados sean asalariados estos pagarán según la forma 
de pago. Asimismo  el juez podrá girar oficio al empleador para que deduzca la 
pensión fijada, del salario del demandado, bajo pena de cancelarla personalmente 
si no la dedujere; esta pensión se deberá entregar en el plazo de tres días de 
realizada la remuneración (LDA, art. 14). 
 
 2.4 Juicio de alimentos 
El juicio de alimento se lleva conforme a los términos del proceso sumario, con el 
propósito de lograr una mayor rapidez en la solución de las controversias dentro 
de esta materia.  
Por razones de la materia y de las leyes especiales se consideraran competentes 
los juzgados de familia, quienes actúan en base a los arts.46 y 50 de la Ley 
orgánica del poder judicial LOPJ. 
El fin de un proceso de alimentos es garantizar los derechos establecidos por las 
Leyes y su reconocimiento judicial a favor de sus titulares. 
2.4.1 Presentación de la demanda 
La demanda se presentará en papel común con las copias de Ley. Se deberá 
solicitar al juez que gire oficio a las autoridades de Migración, con el objetivo de 
que el demandado no salga de país y  evada el proceso de alimentos a menos 
que deje garantizada la prestación de alimentos a favor de su acreedor alimenticio 
(Ley de alimentos, art. 22). 
Se debe adjuntar los certificados de nacimiento que acrediten el vínculo jurídico 
familiar que da derecho a los alimentos (Ortiz Urbina, 2000, pág. 175). De igual 
manera se deberá adjuntar recibos de supermercados, colegiatura, vestimenta, 
calzado y todos aquellos documentos, que demuestren los gastos aproximados 
que se realizan a beneficio alimentado. 
2.4.2 Audiencia de mediación previa 
Recibida la demanda de alimentos, la autoridad judicial emitirá un Auto 
convocando a las partes al trámite de mediación de conformidad al art.94 de la 
LOPJ, este se llevará a efecto en el despacho judicial al sexto día hábil después 
 de ser notificadas las partes. Cabe mencionar que en el acto de la notificación 
también se entregará copia de la  demanda de alimentos. 
En el acto de audiencia las partes podrán ser asesoradas y acompañados por sus 
abogados. 
El juez ha de velar que el acuerdo sea justo y suficiente para proteger el interés 
del hijo o hija de contar con una pensión que le permita gozar una vida digna: 
nutrición adecuada, vivienda digna, acceso a la educación, servicios de salud, 
vestido, transporte, recreación (Cárdenas, 1999, pág. 163). 
2.4.2.1 Actas de Mediación 
El acta de acuerdo: de llegar las partes a un acuerdo sobre las pensiones de 
alimentos, se hará constar en acta y con esta se finalizaría el proceso de tal 
manera no se podría continuar con el juicio de alimentos. Para que lo acordado 
entre las partes tenga plena validez, el acta de mediación debe ser certificada con 
el juez y esta valdrá como titulo ejecutivo (Ley 260, art.94). 
No hay acuerdo por: 
a) Incomparecencia de una de las partes 
b) Incomparecencia de ambas partes: La ausencia de ambas partes al trámite 
de mediación se tomará como falta de acuerdo y por consiguiente se 
continuará con el proceso 
Para avanzar a la siguiente etapa procesal el acta de mediación tiene que ser 
certificada por el juez. 
 
 
 2.4.3 Contestación de la demanda 
Si en la audiencia de mediación las partes no llegaron a un acuerdo y una vez 
certificada dicha acta; el juez se pronunciará sobre la admisión de la demanda y 
de ser admisible procederá a emplazar al demandado a contestar la demanda 
dentro del término legal de tres días, bajo apercibimiento de declararlo rebelde si 
no lo hace. 
La demanda puede ser contestada en dos sentidos; la primera es cuando la 
voluntad de brindar los alimentos es manifiesta, en cambio la segunda no se 
manifiesta la voluntad de prestar los alimentos. 
Si la obligación de prestar alimentos no fuere manifiesta en la contestación, se 
tramitará  como incidente de previo y especial pronunciamiento. Además todas las 
excepciones que oponga el demandado se resolverán en sentencia definitiva 
(LDA, art.21). 
Cuando el demandado niegue su paternidad y oponga el incidente de presunción 
de paternidad, la autoridad judicial ordenará que se proceda a practicarse la 
prueba de ADN entre el menor y el demandado ante el instituto de Medicina Legal. 
Esto se basa en derecho de investigar la paternidad que se establece en el art.78 
de nuestra Constitución política todo con el fin de demostrar  la filiación paterna o 
materna. 
Cabe mencionar que para realizar estos exámenes por orden judicial se deben 
cumplir los requisitos que se encuentran a continuación ( Instituto de Medicina 
Legal (IML) - Managua. Poder Judicial - República de Nicaragua): 
 En general la solicitud debe llegar vía oficio de un juzgado donde el Juez 
ordena realizar el examen de paternidad. 
 Deben llevar cedulas de identidad de la madre y supuesto padre. 
 Certificado de nacimiento del hijo o hija. 
  El Costo Actual es de $250.00 dólares 
De conformidad con el Art 13 de la Ley 623: El costo de la prueba de ADN será 
asumida por: 
  El padre; cuando luego de practicarse la prueba resultare positiva y por 
ende, quede establecida la filiación. 
 La madre; cuando luego de haberse practicado al presunto padre la prueba, 
ésta resultare negativa. 
 El Estado; una vez comprobada por la institución encargada, la situación de 
pobreza de los presuntos padres, asumirá una sola vez el costo del examen 
del ADN. 
 
2.4.4 Pensiones provisionales 
El  juez deberá estimar las pruebas aportadas por la parte demandada, y si estas 
son suficientes fijar la pensión de alimentos provisionales durante todo el 
transcurso del juicio hasta que se dicte sentencia (LDA art.20). 
En la práctica el juez podrá girar oficio al empleador a fin de que éste informe al 
judicial los ingresos ordinarios y extraordinarios mensuales o quincenales del 
demandado; todo esto en conjunto con los otros documentos aportados en la 
demanda a fin de que sirvan de análisis  de la apreciación del judicial de los 
gastos esenciales en que puede incurrir el menor y en base a esto determinar el 
moto  la pensión de alimentos provisionales. 
De las resoluciones del juez sobre pago de las pensiones provisionales no cabra 
ningún tipo de recurso, quedando el demandado con la obligación de cumplir con 
lo ordenado por  la autoridad judicial. 
Los alimentos provisorios tiene su fundamento en la necesidad de afrontar los 
gastos imprescindibles hasta tanto se arrimen otros elementos de pruebas que 
 tomen viable determinar la definitiva pensión alimentaria (Kielmanovich, 2009, pág. 
70). 
La pensión provisional ha de ser suficiente para cubrir las necesidades mínimas 
del alimentado durante todo el transcurso del proceso hasta que se dicte 
sentencia. 
2.4.5 Período de pruebas 
El proceso judicial de alimentos es de carácter sumario, por tanto se abrirá a 
pruebas por el término legal de ocho días  de conformidad al art.1081 Pr. Dentro 
de la estación probatoria podrán ofrecerse todos los medios de pruebas que sean 
pertinentes que establece el art.1117 Pr. 
2.4.6 Sentencia 
Eduardo Couture expresa que la sentencia que da término al juicio de alimentos 
se descompone en tres partes: 
a) De un carácter declarativo: el juez reconoce título del actor y lo declara 
apto y suficiente para obligar al deudor al pago de los alimentos. 
 
b) De un carácter constitutivo: sobre el cuantum de la pensión alimenticia 
debida. 
 
c) De condena: que impone al deudor al cumplimiento de la prestación 
(couture, 1977, pág. 333). 
El juez dictará su fallo en base al sistema probatorio y resolviendo las pensiones 
con mayor equidad. 
 La sentencia de primera instancia que ordene el pago de los alimentos es 
susceptible del recurso de apelación sólo en el efecto devolutivo. En el caso que el 
deudor alimentario haya entregado las pensiones alimenticias según lo ordenado 
por el juez no serán objeto de devolución (LDA, art.19). 
La ejecución de la sentencia tiene lugar cuando la obligación aun es actualmente 
exigible y se realizara en contra del deudor alimentante, en defecto de este de sus 
sucesores o representantes legales (LDA, art.24). 
Los montos establecidos en concepto de pensiones de alimentos podrán ser 
objeto de revocación o reforma, únicamente en el caso de que cambien las 
circunstancias del alimentante o del alimentista (LDA 143 art.25). 
La sentencia además de ordenar el pago de la pensión alimenticia también podrá 
decretar el pago de las pensiones de alimentos atrasados, en el cual cada mes 
esta penado por el 5%, siempre que el obligado no justifique la causa del 
incumplimiento (LDA 143, art.5). 
2.4.7 La reforma y revocación de la pensión alimenticia 
En materia de familia las resoluciones no causan estado, dado a que estas 
pueden modificarse según al variar las circunstancias que la motivaron o según los 
interés del menor  (Decreto 1065, art.13). 
Las sentencias que establecen las pensiones alimenticias no tienen carácter de 
cosa juzgada material, estas pueden ser objeto de cambios ya sea para la 
reducción o ampliación del monto de la cuota de alimentos o bien para extinguir la 
obligación  alimenticia de conformidad a los arts. 26 y 27 de la Ley de alimentos. 
La reforma  podrá promoverse por el alimentante o el alimentista y esta tendrá 
lugar en atención a las circunstancias personales y patrimoniales de sujetos de la 
 relación alimentaria, es decir según las modificaciones de las necesidades del 
acreedor alimentista y  las circunstancias económicas del deudor alimentario. 
La revocación de los alimentos corresponde solamente al obligado, y trata de 
eliminar totalmente la obligación de continuar con la prestación alimenticia. 
2.5 Juicio de divorcio unilateral 
Nuestra constitución política establece el concepto de matrimonio y toma en 
consideración su posible disolución en el art. 72, el cual dice “el matrimonio y la 
unión de hecho estable están protegidos por el Estado; Descansan en el acuerdo 
voluntario del hombre y la mujer y podrá resolverse por mutuo consentimiento o 
por voluntad de una de las partes”. La Ley que regula la disolución del vínculo 
matrimonial, es la Ley 38, la cual establece el procedimiento para lograr tal efecto. 
La disolución de vínculo consiste en la ruptura del lazo conyugal y cesación de los 
efectos  que la unión de los esposos produce respecto a los terceros (Meza M. A., 
1999, pág. 121). 
La Ley para la disolución del matrimonio por voluntad de una de las partes (Ley 
38)  establece en su art. 1: 
El Matrimonio Civil se disuelve: 
a) Por muerte de uno de los cónyuges. 
b) Por mutuo consentimiento. 
c) Por voluntad de uno de los cónyuges. 
d) Por sentencia ejecutoriada que declare la nulidad del matrimonio. 
Según Ortiz, en el proceso de divorcio es necesario destacar en principio el 
calificativo de Voluntario, el cual sólo debe servir para indicar la esencia  especial 
del proceso (Ortiz Urbina, 2000, pág. 153). La voluntariedad esta dada en la 
 pretensión de romper el vínculo matrimonial por parte de uno de los cónyuges, es 
decir que no se necesita el mutuo acuerdo para el divorcio. 
En cuanto a la competencia el juez competente en razón de la materia lo será los 
jueces de distrito de lo civil, del territorio  lo es el del domicilio conyugal, el del otro 
cónyuge o el del solicitante.  
Dentro de este procedimiento judicial de divorcio el juez debe pronunciarse sobre 
los alimentos en dos circunstancias, cuando existan hijos menores o bien que el 
cónyuge no pueda obtener ingresos por su propia cuenta, ya sea por que se 
encuentre incapacitado  para trabajar,  a consideración del juez. 
2.5.1 Solicitud de divorcio 
 De conformidad al art. 3 de la Ley 38, para iniciar el procedimiento de divorcio, el  
cónyuge que pretenda disolver su vínculo matrimonial deberá presentar 
personalmente una solicitud por escrito con las correspondientes copias de ley, 
dirigida al juez de distrito civil.  
Los documentos que se deben adjuntar a la demanda de divorcio son: 
a) Certificado de matrimonio: con el objetivo de demostrar la existencia de del 
vínculo del matrimonio.  
 
b) Certificación de nacimiento de los hijos, si los hubiere: para establecer los 
alimentos que en derecho corresponden. 
 
c)  Inventario simple de los bienes comunes: para la distribución de los bienes 
muebles o inmuebles. En cuanto a los bienes inmuebles los derechos para 
el uso  y habitación a favor de los menores. 
 Esta certificación constituye un presupuesto procesal especial, ya que sin esta no 
se podría tramitar la demanda (Ortiz Urbina, 2000, pág. 153). En el caso que no 
haya bienes las partes podrán presentar un certificado registral negativo, mediante 
el cual se confirme tal situación. 
Cabe recalcar que desde la interposición de la solicitud y durante todo el proceso, 
las partes pueden presentar en cualquier etapa todas aquellas pruebas que sean 
pertinentes  para fundar sus alegatos, hasta antes del vencimiento del plazo 
otorgado a la procuraduría civil y al Ministerio de Familia (Ley 38, art.12). 
En el Art. 4, la Ley 38 dispone que  el contenido  la solicitud  debe expresar 
claramente la voluntad de disolver el matrimonio, sin dar razón alguna por ello,  
además, deberá contener: 
a) A quién corresponde la guarda de los hijos menores; de los incapacitados; 
y, de los discapacitados si hubiere mérito para ello. 
 
b) El monto de la pensión alimenticia para los hijos menores; los 
incapacitados;  y  los discapacitados si hubiere mérito para ello. 
 
c) La forma cómo se garantizará la pensión. 
 
d) Distribución de los bienes comunes. 
 
e) El monto de la pensión para el cónyuge que tenga derecho a recibirla 
Cuando nos referimos a los hijos incapacitados, son aquellos que no tienen 
capacidad legal, ya sea por que estén en incapacidad absoluta como los 
impúberes, o bien por incapacidad relativa como los menores adultos. Dentro del 
proceso de alimentos el padre o madre que tenga la guarda del menor lo 
representará para que los hijos adquieran derechos y contraigan obligaciones a 
través de ellos (Código civil, arts., 7 y 8). 
 La existencia de hijos menores, o discapacitados, da lugar al presupuesto del 
derecho de alimentos, es por tanto que en el juicio de divorcio el juez además de 
resolver sobre el divorcio tendrá que pronunciarse sobre la guarda y las pensiones 
de alimentos a quienes  en derecho le corresponden. 
2.5.1.1 El desistimiento 
El desistimiento es la renuncia por parte del actor del proceso, es decir, la 
declaración de voluntad del demandante en el sentido de apartarse del 
seguimiento del proceso. Es la declaración de voluntad  del actor por la que tiene 
abandonado el proceso sin renunciar a la acción (Tórrez Peralta, 2009, pág. 105). 
Si durante el juicio de divorcio unilateral, los cónyuges se reconciliaran, la parte 
actor puede desistir del proceso, hasta antes de dictar sentencia, pero este no 
podrá intentar nuevamente la acción hasta transcurrido un año contados a partir 
de la fecha en que se dio el desistimiento o la reconciliación (Ley 38, art. 19). 
2.5.2 Emplazamiento de la contraparte 
El juez mandará a notificar la demanda de divorcio al otro cónyuge. A la 
notificación se adjuntará el escrito de solicitud de divorcio entablada por la parte 
actora.  
Una vez notificado tendrá el término de cinco días para contestar la demanda y 
expresar todo lo que tenga a bien en relación a la guarda de los hijos, las 
pensiones alimenticias y la situación de los bienes, pero no podrá alegar nada en 
contra sobre la voluntad expresa de disolver el vínculo matrimonial (Ley 38, art. 5). 
En el caso de que los cónyuges no tengan hijos menores ni incapacitados, ni 
bienes en común, una vez transcurrido el término de contestación, el juez 
declarará disuelto el vínculo matrimonial dentro de los siguientes cinco días (Ley 
 38, art.7). Si por el contrario las partes tienen bienes o hijos en común se sigue 
con el procedimiento. 
2.5.2.1 Medidas cautelares 
Una vez que se venza el término de contestación de la demanda, si el juez lo 
estimare necesario podrá dictar las medidas cautelares a las que hace referencia 
el art. 6 de la Ley 38, las cuales deberán asegurar: 
1) La integridad física, psíquica y moral de los cónyuges y de los hijos. 
2) La conservación y el cuidado de los bienes comunes en el estado en que 
se encuentran al momento de la solicitud; cualquiera de los cónyuges podrá 
ser nombrado depositario de los mismos. 
También se establecerá una pensión alimenticia de carácter provisional para los 
hijos menores o discapacitados.  
Los alimentos provisionales son una medida cautelar que procede cuando existen 
hijos entre los cónyuges; o bien, cuando uno de los  cónyuges se encuentra en 
alguna circunstancia de vida que merece subvención o asistencia, verbigracia: 
desempleo, enfermedad etc. (Estrada Rivas & Herrera Marenco, 1996, pág. 44). 
2.5.3 Trámite conciliatorio 
Transcurrido el término de contestación de la demanda el juez citará a las partes 
al trámite conciliatorio con el propósito de conciliarlo, la que se debe llevar a cabo 
dentro del término de ocho días de notificada la providencia que lo ordene. La 
conciliación versará sobre la guarda y cuidado de los hijos, las pensiones 
alimenticias, la garantía de las mismas y la situación en que quedarán los bienes 
comunes (Ley 38, art.9). 
 Dentro del tercer día del trámite conciliatorio el juez emplazará al Procurador Civil 
de justicia y al Ministerio de Familia, quienes por el término común de tres días 
para que emitan sus respectivos dictámenes sobre los hijos menores, 
incapacitados, discapacitados y los que tengan derecho a pensión y la situación 
de los bienes comunes (Ley 38, arts. 8 y 10). 
Si en la conciliación las partes no logran llegar a un acuerdo en  cuanto a la 
distribución de los bienes en comunes el art.11 de la Ley 38 establece que el juez 
determinará la forma en que estos serán distribuidos teniendo en cuenta los 
siguientes parámetros:  
a) Si existen hijos comunes menores, incapacitados o discapacitados. 
b) A quién le corresponde la guarda y custodia de los menores, incapacitados 
y      discapacitados. 
c) El aporte y esfuerzo de cada uno de los cónyuges para la adquisición de los 
bienes comunes, tomando en cuenta además del salario, el trabajo 
doméstico. 
d) Si existe un sólo inmueble que se ha utilizado como vivienda de la familia. 
El art. 22 de la Ley 38 establece las reglas para la determinación de los bienes en 
común, no obstante se debe señalar que en los matrimonios nicaragüenses no 
existe la comunidad de bienes, a menos que previo a la celebración del acto 
matrimonial, los cónyuges manifiesten tal voluntad (Meza M. A., 1999, pág. 128). 
En este último aspecto, cuando únicamente existe un sólo bien inmueble, 
independientemente a nombre de quién esté, será utilizado para el derecho de uso 
y habitación de los hijos menores y bajo la administración, de quien ejerce la 
guarda.  
Estos derechos  de uso y habitación que se le otorga a los menores durará hasta 
que hijos alcancen la mayoría de edad,  mientras tanto el bien inmueble no podrá 
 venderse, enajenarse ni arrendarse. Una vez que los hijos sean capaces para 
contratar, tendrán la preferencia de compra del bien inmueble (Ley 38, art. 22). 
2.5.4 Sentencia 
Una vez transcurrido dicho término de emplazamiento para  procurador civil y el 
Ministerio de la Familia, recibidos o no los dictámenes, el Juez dictará sentencia 
dentro de los subsiguientes cinco días siguientes (Ley 38, arts.10  y 13). 
Según el art.14 de la Ley 38, la sentencia del deberá contener: 
a) Exposición de los motivos que fundamenten la sentencia. 
 
b) Declaración de disolución del vínculo matrimonial. 
 
c) A quién corresponde la guarda y cuido de los menores, incapacitados o 
discapacitados. 
 
d) El monto de la pensión para aquellos que tienen derecho a recibirla y su 
forma de entrega. 
 
e) Distribución de los bienes comunes. 
Si no hay acuerdo entre los cónyuges, el Juez en la sentencia establecerá una 
pensión alimenticia para el cónyuge que esté imposibilitado para trabajar por 
razones de edad, enfermedad grave o cualquier otra causa valorada por el Juez. 
La sentencia de disolución del matrimonio deberá inscribirse en el Libro de 
Propiedades, en su caso y en el del Estado Civil de las Personas e igualmente 
anotarse al margen de la Partida de Matrimonio (Ley 38, art.17). Es necesario  dar 
cuenta  al Registro, por razón de la modificación del estado propio de la persona 
(Meza M. A., 1999, pág. 39). 
 2.5.4.1 Certificación de sentencia  
Una vez  que se haya dictado sentencia, la parte interesada del proceso podrá 
solicitar ante el juez que conoció de la causa, que libre la certificación de la 
sentencia correspondiente, de conformidad al art. 36 del Código de procedimiento 
Civil. También el juez podrá librar dicha certificación de manera oficiosa. 
Las certificaciones de sentencias tienen carácter de título ejecutivo para hacer 
efectivo el cumplimiento de las obligaciones que se establecieron mediante la 
sentencia (Ley 38, art. 16). 
2.5.4.2 El carácter de cosa juzgada 
Por el contenido de la pretensión material, la sentencia de divorcio es declarativa 
constitutiva, al extinguir el estado jurídico del matrimonio (Estrada Rivas & Herrera 
Marenco, 1996, pág. 47). 
La sentencia es inapelable en cuanto a la disolución del vínculo matrimonial, 
únicamente el recurso de apelación cabra en lo referente a la guarda de los 
menores, sobre las pensiones alimenticias y los bienes comunes (Ley 38, art.15). 
La disolución del vínculo establecido en la sentencia tiene el carácter de cosa 
juzgada material, que según Tórrez (2009) es la imposibilidad de obtener en otro 
proceso un resultado contrario al obtenido en una sentencia judicial firme, de tal 
manera que impide que pueda plantearse un nuevo proceso sobre la cuestión ya 
resuelta (pág. 91). 
 
 CAPÍTULO III 
LEGISLACION EN MATERIA DE ALIMENTOS 
1. Normas legales vigentes 
El derecho de familia es el conjunto de normas jurídicas que regulan las relaciones 
de los familiares, ya sean que estas sean de orden personal  o patrimonial que 
gobiernan la fundación, la estructura, la vida y la disolución de la familia (Guillén 
García, 2004). 
1.1. Constitución política 
Dado quela Constitución de 1987 y sus reformas, dispone en el artículo 182 que: 
“La Constitución Política es la carta fundamental de la República, las demás leyes 
están subordinadas a ella. No tendrán valor alguno las leyes, tratados, órdenes o 
disposiciones que se le opongan o alteren sus disposiciones. 
Siendo éste precepto la base que consagra la supremacía de la Constitución 
Política; decidimos analizar  el rol del Estado al regular la familia como institución, 
haciendo referencia a los derechos y deberes que éstos tienen en relación a la 
prestación de alimentos. 
La familia comprende un conjunto de relaciones entre padre, madres e hijos, 
relaciones materiales, jurídicas, ideológicas y morales (Meza M. A., 1999, pág. 
88). Dentro de las relaciones familiares se acarrea una serie de derechos al igual 
que deberes, pero haciendo hincapié dentro de los deberes encontramos que los 
alimentos se constituyen en un derecho y  un deber a la misma vez. 
Se dispone en capítulo IV sobre “Derechos de la familia” que esta tiene el derecho 
de protección del Estado. Es necesario el apoyo y participación de la sociedad y 
principalmente de la familia, para asegurar el cumplimento de derechos y 
 garantías de cada uno de sus miembros, en particular el de los niños, niñas y 
adolescentes que son sujetos de protección especial por las leyes (Mendoza 
Durán & Quezada Ardila, 2005). 
La familia es el núcleo fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección 
de ésta y del Estado” (Art. 70 Cn).  El Estado debe brindar la protección a la 
familia, pero ¿cómo lo hace?, lo hace reconociéndola constitucionalmente, 
instaurando normas especiales dirigidas a la regulación de los derechos y deberes 
que nacen con la formación de la misma dentro de la sociedad, creando 
instituciones públicas como MIFAMILIA para la atención de casos en materia de 
familia. 
El Estado debe brindar ésta protección impulsando el  acceso a la justicia en 
materia de reclamos de alimentos; velando por el interés superior del niño, niña o 
adolescente, en aquellos casos en donde el juicio de alimentos tenga beneficiarios 
a los mismos. 
Ambos padres deben atender al mantenimiento del hogar y la formación integral 
de los hijos, mediante el esfuerzo común, con iguales derechos y 
responsabilidades. De igual manera la constitución expresa que la igualdad entre 
el hombre y la mujer es incondicional por tanto tienen los mismos derechos y 
responsabilidades en las relaciones familiares (arts. 48 y 73). 
Los hijos, a su vez, están obligados a respetar y ayudar a sus padres. Estos 
deberes y derechos se cumplirán de acuerdo con la legislación de la materia. 
En el art.75 se establece que todos los hijos tienen iguales derechos. No se 
utilizarán designaciones discriminatorias en materia de filiación. Esto entra en 
concordancia con el art. 27 que dice que todas las personas son iguales ante la 
ley y tienen derecho a igual protección. No habrá discriminación por motivos de 
nacimiento, nacionalidad, credo político, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 
origen, posición económica o condición social. Es por tanto que los alimentos se 
 deben tanto a los hijos nacidos dentro del matrimonio como a los concebidos fuera 
de esta institución. 
También se protegen los derechos de las personas de la tercera edad, pues se 
deja establecido que los ancianos tienen derecho a medidas de protección  por 
parte de la familia y el estado (art. 77). La protección familiar se puede decir que 
esta regulada en la Ley de alimentos al establecer que los alimentos se deben a 
los ascendientes que se encuentren en estado de desamparo. 
1.2. El código civil 
 
Orozco Gadea (2010), expresa que en Nicaragua, la legislación civil imperante 
data desde 1904, cuando entró en vigencia nuestro actual Código civil que consta 
de un Título Preliminar compuesto de XXXVIII artículos y 3984 preceptos 
contenidos en dos tomos que se dividen en tres libros que tratan el Primero (I) de 
las personas y la familia (arts. 1 al 595); el segundo (II) de la propiedad, modos de 
adquirirla y las diferentes modificaciones (arts. 596 al 1829); y el tercero (III) de las 
obligaciones y los contratos (del art. 1830 al 3984C). Los libros se dividen en 
Títulos, y los Títulos en Capítulos y los Capítulos en artículos (pág. 11). 
Por ello, decidimos abordar las disposiciones de derecho de familia, en su Libro I 
denominado “Las personas y de la familia”, de tal manera que algunas relaciones 
familiares también son reguladas desde el ámbito civil, tales como, el matrimonio, 
la relación conyugal, el parentesco y algunos aspectos sobre los alimentos 
 Sabemos que el matrimonio crea obligaciones para ambos cónyuges en la 
crianza de los hijos comunes nacidos dentro de esta institución y la obligación de 
los padres a mantenerlos, educarlos e instruirlos una profesión o arte; éstas 
responsabilidades que mencionamos serán realizadas por los padres en 
proporción a sus haberes (art. 158). 
 Así mismo se establece el auxilio y el socorro mutuo entre ambos cónyuges 
(arts.94 y 151), También en materia de sucesiones se toma en cuenta la situación 
del cónyuge sobreviviente, ya que éste será beneficiado con la porción conyugal 
para su cóngrua sustentación, esto se hace por medio de lo que denominamos 
asignaciones forzosas (arts.976 y 1197). 
Toda transacción sobre el derecho de recibir alimentos es nula, pero se podrán 
transigir  sobre aquellas pensiones ya debidas (art. 2186). En cuanto a las 
pensiones atrasadas, se tendrá acción para exigir los alimentos pasados por lo 
que corresponden a los doce últimos meses (art. 907 C). 
1.3. Ley de alimentos 
Ley 143, publicada en la gaceta número 57 del 24 de marzo de 1992, se 
constituye en la ley de la materia dirigida a normar todo lo referente a la prestación 
de alimentos. 
Específicamente esta ley regula todo lo referente al derecho de recibir alimentos y 
la obligación de darlos, estableciendo a los sujetos de la relación alimentaria; 
asimismo establece el procedimiento del juicio de alimentos en la vía judicial y la 
forma de pago para el cumplimiento de una maternidad y paternidad responsable. 
Al entrar en vigencia la misma, se constituyó en la ley especializada de la materia, 
por tanto una de sus consecuencias fue la derogación expresa del título IV del 
Libro I, conformado por los  artículos 283 al 297 del Código Civil, de igual manera 
se deja sin efecto los artículos 1586 al 1589 del Código de Procedimiento Civil  
nicaragüense. 
1.3.1. Vacíos de legales 
 Sólo deja abierta la vía judicial para el reclamo de alimentos (Meza M. A., 
2010); de tal manera que no instaura el procedimiento administrativo que se 
establece en la posterior Ley 623 de responsabilidad paterna y materna. 
  
 No se establece un porcentaje o forma específica para la determinación de 
la pensión de alimentos; sino que se retoma un principio básico, 
estableciendo que  la pensión se fijará o variará en relación con las 
posibilidades y recursos económicos de quién los debe y las necesidades 
de quién los recibe. 
 
 Para efectos del cese de la obligación alimentaria, no se establece una 
edad determinada del alimentado cuando estudia provechosamente. 
 
 
1.4. Ley reguladora de las relaciones entre madre, padre e hijos 
El decreto número 1065, establece la igualdad de derechos y responsabilidades 
de ambos progenitores en el cuido, crianza, alimentación y toma de decisiones en 
favor del interés superior del niño, niña o adolescente. 
1.5. Ley de responsabilidad materna y paterna 
Ley 623, tiene dos objetivos el primero es regular el derecho de la inscripción en 
los registros de nacimientos y la determinación de la filiación tanto paterna como 
materna; y el segundo es establecer una forma alternativa de resolución de 
conflictos en materia de alimentos a través de mecanismos administrativos y 
judiciales. 
En cuanto a los conflictos de alimentos, esta ley establece como instancia 
administrativa al Ministerio de la Familia (MIFAMILIA) ante el cual se realizará un 
procedimiento conciliatorio para la solución de conflictos de  en materia de 
alimentos y establecer una pensión a favor de los hijos e hijas o bien para resolver 
asuntos relacionados con la guarda y las relaciones  que surgen entre madre, 
padre e hijos. 
 El procedimiento conciliatorio administrativo se podrá agotar previo a la vía 
judicial, y tiene como fin resolver de forma ágil, expedita y  gratuita los conflictos 
que se originen en el seno familiar. 
El reglamento de la Ley 623, Decreto102-2007 establece que la conciliación es el 
medio extrajudicial alternativo para la solución de los conflictos familiares en 
materia de alimentos, a través de la cual los recurrentes podrán resolver el litigio 
de manera amistosa, con la intervención de un tercero que actúa de manera 
imparcial. 
Cabe mencionar que el conciliador no podrá  en ningún momento imponer su 
criterio; en la conciliación prima la autonomía de la voluntad de las partes, siempre 
que no contravenga la moral, el orden público y el interés superior del niño, niña o 
adolescente. 
1.6. Ley para la disolución del matrimonio por voluntad de una de las 
partes. 
Conocida como Ley número 38, publicada en la gaceta No. 80 del 29 de abril de 
1988, para establecer el procedimiento judicial para la disolución del matrimonio 
contraído civilmente. 
En ella podemos encontrar que dentro del proceso del divorcio las pensiones de 
alimentos son tomadas en consideración para todos aquellos que tengan derecho 
a recibirla; especialmente los hijos que sean menores o discapacitados que han 
sido procreados dentro del matrimonio, o bien se establecen los alimentos para el 
cónyuge cuando éste se encuentre imposibilitado para trabajar ya sea por razones 
de edad, enfermedad, o cualquier otra causa valorada por el juez. 
 
 
 1.7. Código de la niñez y la adolescencia 
Esta Ley 287, entró en vigencia el 27 de mayo de 1998, con el fin de regular la 
protección integral de la familia, la sociedad, el Estado y las instituciones privadas 
que deben brindar a los menores. 
Establece que las niñas, niños y adolescentes nacen y crecen libres e igual en 
dignidad, por lo cual goza de todos los derechos y garantías universales 
inherentes a la persona humana y tienen el derecho a crecer en un ambiente 
familiar que propicie su desarrollo integral. 
1.8. Código penal 
La familia es el núcleo fundamental de la sociedad es por ende que nuestro 
Código penal en el título V prevé aquellos delitos que atenten contra la familia, así 
mismo el derecho a los alimentos  que se constituye en una obligación 
fundamental dentro de las relaciones familiares, el cual es regulado en el capítulo 
III, denominado “Incumplimiento de deberes alimentarios”; la obligación de brindar 
los alimentos se deriva de la relación padre, madre e hijos, guarda o tutela, o bien 
de los hijos en relación a sus padres. 
Ante la omisión de deber alimenticio el art.217 establece una pena de seis meses 
hasta dos años más inhabilitación especial, a: 
a) Quien estando obligado a prestar alimentos conforme la ley de la materia, 
mediando resolución provisional o definitiva u obligación contractual, o 
mediante acuerdo ante cualquier organismo o institución, deliberadamente 
omita prestarlos. 
 
b) Quien estando obligado al cuidado o educación de otra persona, incumpla o 
descuide tales deberes, de manera que ésta se encuentre en situación de 
abandono material o moral. 
 La pena se agravará de dos a tres años de prisión, cuando el obligado a prestar 
los alimentos se ponga en un estado en el cual le sea imposible cumplir, ya sea 
ocultando bienes, renunciando al trabajo, traspasando bienes a terceras personas, 
con el fin de evadir su responsabilidad. 
Quedará exenta de pena impuesta la persona que pague los alimentos debidos, 
garantice razonablemente el ulterior cumplimiento de sus obligaciones o garantice 
convenientemente el cuidado y educación de la persona a su cargo. 
Dentro de este artículo también se prevé que el empleador será responsable por 
desobediencia a la autoridad si no realizare la retención de los montos del salario 
del deudor alimentario que fuese ordenada por un juez, o bien el ocultamiento de 
información en relación con los salarios u otros aspectos de interés para el 
establecimiento del monto de las pensiones alimenticias. 
1.9. Convención sobre los derechos del niño 
El 20 de noviembre de 1989, la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 
resolución 44-25 aprobó la Convención de los Derechos del Niño, la cual entró en 
vigencia el  2 de septiembre de 1990, y en la que Nicaragua fue Estado parte y 
ratificante. Nuestra Constitución Política establece en su art. 71 párrafo segundo, 
la plena vigencia de dicha convención (Tapia Sánchez, 2009). 
En virtud de este tratado internacional el Estado nicaragüense asumió la 
responsabilidad de tomar medidas apropiadas para asegurar el pago de las 
pensiones alimenticias por parte de los padres u otras personas que tengan la 
responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado parte, como si 
viven en el extranjero (Duarte Barquero & Aburto Aguilar, 2010, pág. 22). 
Este tratado reconoce a los niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos 
y garantías mínimas. Se debe de garantizar por parte del Estado la protección y la 
asistencia necesaria para la supervivencia y desarrollo del menor. Asimismo han 
 de ser tomados en cuenta frente a cualquier proceso administrativo o judicial en 
función de su edad y madurez con el fin de garantizar  el interés superior del 
menor (Kielmanovich, 2009, pág. 44). 
2. Proyecto de código de familia 
Actualmente el derecho de familia es regulado por leyes dispersas, que han sido 
creadas en diferentes períodos y dictadas aisladamente, ante esto el Código de la 
familia viene a unificar todas las disposiciones jurídicas que surgen a partir de las 
relaciones familiares. 
Además de sistematizar las normas de derecho de familia, el código de familia trae 
consigo disposiciones innovadoras dentro del ámbito subjetivo y procesal. 
Los primeros 39 artículos del proyecto de Código de Familia fueron aprobados en 
la sesión plenaria de este 19 de abril (Asamblea, 2012). 
A la fecha del veinticinco de abril del año dos mil doce, los miembros de las 
Comisiones de Justicia y Asuntos Jurídicos, y de la Mujer, Niñez, Juventud y 
Familia, se encontraban en un proceso de análisis de las 180 propuestas de 
mociones al código de familia (Asamblea Nacional 2012). 
Algunas de las mociones que se presentarán al plenario al segundo libro del 
Proyecto de Código de Familia son: 
a) Las obligaciones de los hijos con los padres, madres y con los abuelos, 
conviniéndose que los hijos deben de brindarles a sus padres o abuelos 
 respeto, consideración, resguardo, protección, vivienda y asumir la 
responsabilidad de mantenerlos cuando estas personas se encuentren en 
abandono. 
 b) La autoridad parental,  en la cual establecieron que la pueden ejercer las 
madres, los padres y otros miembros de la familia como abuelos, tíos o 
hermanos mayores. 
c) Causas por la que se puede perder esta autoridad parental y es en los 
casos de que las personas que la ejerzan,  ingieran licor o sean tomadores 
consuetudinarios, los consumidores de droga, o las personas que ejerzan 
violencia contra miembros de la familia 
 
2.1. Contenido del proyecto 
El código de la familia se divide en el título preliminar y seis libros que conforman 
el texto normativo: 
a) El título preliminar 
Consta de cuatro capítulos, en el primero hace referencia a aspecto generales 
como el ámbito de aplicación de la ley, principios, criterios de interpretación y 
aplicación  del mismo código; en el capítulo dos,  se establece la aplicación del 
derecho internacional, para los regímenes patrimoniales de los cónyuges, para el 
reconocimiento del matrimonio como para su disolución; el tercer capítulo, trata de 
la capacidad jurídica civil de las personas; y finalmente, el capítulo cuatro, sobre la 
declaración judicial de incapacidad jurídica. 
b) Libro primero 
Es denominado “de la familia” que regula las cuestiones de parentesco, la 
violencia intrafamiliar, el matrimonio y la disolución de éste vínculo. 
c) Libro segundo 
Designado “de la filiación” en donde se establecen las disposiciones sobre el 
vínculo filial de padres e hijos, de la inscripción en el registro en base al derecho a 
 la identidad, el registro y control de las defunciones, el derecho de investigar la 
paternidad y la maternidad responsable, así como del reconocimiento de los hijos, 
la prueba de ADN, la adopción y del estado familiar. 
d) Libro tercero 
Llamado “de la autoridad parental o de la relación madre, padre, hijo e hija” en 
donde se tratan los temas de la crianza, representación, custodia y del régimen de 
comunicación y visita, también sobre la suspensión, pérdida o extinción de la 
autoridad parental, la mayoría de edad y la emancipación. 
e) Libro cuarto 
De “los alimentos” estableciendo los principios que rigen los deberes y derechos 
que se derivan de las prestaciones alimenticias, la demanda de alimentos, la 
determinación de los alimentos para su pago. También regula la tutela de los niños 
y niñas menores, y de los mayores incapacitados. 
f) Libro quinto 
 “De las personas adultas mayores” estableciendo sus derechos, deberes y forma 
de protección a través del Estado, la familia y el sector social empresarial. 
g) Libro sexto 
Denominado “proceso de familia” con un innovador proceso judicial oral y público 
para los conflictos en  materia de familiar. También se establecen los 
procedimientos administrativos para los casos del cuido, crianza, alimentos y 
relaciones entre padre, madre, hijos e hijas, el reconocimiento de los hijos 
mediante la prueba de ADN y su inscripción en el registro de las personas, y la 
adopción. 
 2.2. Principales cambios en materia de alimentos 
 
2.2.1. Orden en que se deben los alimentos 
El proyecto de código de familia establece en su art. 314 que los alimentos se 
deben en el siguiente orden: 
a) A los hijos. 
b) Al cónyuge o  conviviente, mientras no tenga para su cóngrua sustentación 
c) A los hermanos y hermanas, a los ascendientes y descendiente hasta el 
segundo grado de consanguinidad, cuando se encuentren en estado de 
necesidad o desamparo. 
En cuanto a los  hijos  que sean concebidos pero no nacidos, también serán 
considerados menores de edad; en este último aspecto la madre tendrá la facultad 
de solicitar los alimentos antes o durante los doscientos sesenta días a la 
separación de los cónyuges o convivientes (Proyecto de Código de familia, art. 
317). 
En el caso de los hijos mayores que se encuentren realizando estudios de manera 
provechosa hasta que cumplan los veinticuatro años y continuamente a los 
mayores discapacitados. 
2.2.2. Pensión para el cónyuge 
En los casos de divorcio, siempre que no exista que no exista repartición de 
bienes y con el fin de evitar un desequilibrio económico que pueda causar la 
ruptura del vínculo matrimonial, y en el caso de que el cónyuge se encuentre 
imposibilitado para trabajar por motivos de enfermedad o cualquier otra causa 
similar,  la autoridad judicial podrá ordenar una pensión compensatoria sustitutiva 
de la alimenticia, valorando las circunstancias establecidas en el art. 172: 
a. Los acuerdos a que hubieren llegado los cónyuges; 
 b. La edad y el estado de salud;  
c. La calificación profesional y las probabilidades de acceso a un empleo; 
d. La colaboración con su trabajo en las actividades mercantiles, industriales o 
profesionales con el otro cónyuge; 
e. La duración del matrimonio y la convivencia conyugal;  
f. La pérdida eventual de un derecho de pensión; 
g. El caudal y los medios económicos y las necesidades de uno y otro cónyuge; 
h. La distribución equitativa de los bienes adquiridos durante el matrimonio y éstos 
estuvieren inscritos de manera unilateral; 
i. No poder ejercer una actividad profesional por tener que ocuparse de los hijos o 
hijas comunes; 
j. Haber interrumpido su instrucción profesional por razón del matrimonio y desear 
reanudarla. 
Tanto las pensiones de alimentos que se otorgan a los hijos como las pensiones 
compensatorias asignadas al ex cónyuge no tienen fuerza de cosa juzgada 
material, por tanto estas pueden ser objeto de modificaciones, cuando cambien las 
condiciones y circunstancias por las cuales se otorgo el derecho (Proyecto Código 
de Familia, art. 133). Es importante mencionar que la pensión compensatoria 
cesará cuando el cónyuge favorecido contraiga nuevo matrimonio, establezca una 
unión de hecho estable con otra persona o llegare a tener medios económicos par 
su sustentación (Proyecto Código de Familia, art. 172, 159). 
También se establece el derecho de supervisión del uso de una pensión 
alimenticia o compensatoria: 
“Art. 331. El juez o jueza de oficio o a petición de parte, podrá corroborar el 
correcto uso de la pensión alimenticia o compensatoria asignada, tomando 
las providencias necesarias para corregir cualquier desvió o anomalía en su 
aplicación y utilización.” 
 
 2.2.3. Acuerdo de pensión alimenticia ante notario 
Las pensiones de alimentos que corresponden a los hijos e hijas, o a los mayores 
discapacitados podrá otorgarse por notario mediante Escritura pública, en la cual 
el deudor alimentante se comprometa a pasar una determinada suma o porcentaje 
en base a su salario en concepto de pensiones alimenticias, a beneficio del 
acreedor alimentante; cabe mencionar que este acuerdo lo celebraran los padres, 
uno en representación del menor o el mayor discapacitado y el otro como obligado 
a prestar los alimentos. 
La escritura pública en la cual se pacte los alimentos deberá ser sometida a la 
ratificación del juez competente del domicilio del beneficiario, que en este caso es 
el acreedor alimentario (art. 324 PCF). 
2.2.4. Mayoría de edad 
La mayoría de edad se obtendrá sin distinción de sexo, al cumplirse los dieciocho 
años de edad cumplidos o bien por medio de la emancipación, dando plena 
capacidad jurídica a la persona para adquirir derechos, contraer obligaciones y 
disponer libremente de su persona y sus bienes (Proyecto Código de familia, 
arts.20 y 299) 
Para los menores de dieciocho años y mayores de dieciséis la mayoría de edad 
podrá adquirirse por emancipación, a través de las siguientes formas 
a) Por autorización del padre y la madre: realizado mediante escritura pública, 
inscrita en el registro civil de las personas. (Proyecto Código de familia, 
art.300) 
b) Por declaración judicial 
c) Por matrimonio 
d) Por la maternidad de la soltera 
 La obligación de dar alimentos cesa cuando los hijos se hayan emancipado, pero 
esta subsistirá únicamente en caso de que el hijo o hija se encuentre enfermo o 
por discapacidad que le impida obtener por si mismo los medios de subsistencia 
(Proyecto de Código de familia, art.330). 
2.2.5. Fijación de la pensión de alimentos 
Para la determinación de las pensiones alimenticias se tomará en cuenta el 
número de beneficiarios y el ingreso neto que percibe obligado; la pensión se 
tasará de la siguiente manera en el caso que el alimentante tenga un trabajo 
estable: 
a) Un  hijo, corresponde el veinticinco por ciento de los ingresos netos. 
b) Dos  hijos, corresponde al treinta y cinco por ciento de los ingresos 
netos. 
c) De tres a más hijos, corresponde al cincuenta por ciento de los ingresos 
netos y se distribuirán de manera equitativa. 
d) Si una persona distinta de los hijos solicite, según el orden de prelación 
(cónyuge,   ascendientes o descendientes dentro del segundo grado) los 
alimentos, le corresponde el diez por ciento. En caso de que sean dos 
quienes pidan alimentos para sí, el porcentaje corresponderá al veinte 
por ciento. 
e) Tres hijos y otros alimentistas corresponderá al cincuenta por ciento el 
que será divido, dando el cuarenta por ciento para los hijos y el restante 
de diez por ciento se repartirá proporcionalmente entre los demás 
reclamantes. 
En caso de concurrieran las circunstancias anteriores se establece como límite 
máximo el sesenta por ciento del salario del alimentante. Por otra parte, si el 
obligado a dar los alimentos no tiene trabajo estable, servirá como margen para la 
determinación de la pensión, el salario mínimo del sector económico a que 
 pertenezca según su profesión u oficio y en todo caso el monto mínimo de la 
pensión alimenticia no podrá ser inferior al veinticinco por ciento (Proyecto Código 
de familia, art. 322). 
2.2.6. Pensiones atrasadas 
Se aplicará una pena del 2 por ciento adicional por cada mes, cuando ocurra un 
atraso en la pensión de alimentos, sin causa justificada (Proyecto de Código de 
familia, art. 323). 
Se podrá reclamar las pensiones alimenticias atrasadas por un período de hasta 
doce meses, y podrán ser exigibles por la vía de apremio corporal (Proyecto de 
código de familia, art. 318). 
2.2.7. Procedimiento judicial 
Uno de los principales cambios en el proceso judicial de alimentos, es que cambia 
su naturaleza de ser un proceso eminentemente escrito a ser un juicio oral y 
público. En cuanto a la publicidad de las audiencias, esta podrá restringirse y las 
actuaciones serán reservadas,  según las circunstancias, el interés de los menores 
o protección de la vida privada de las partes (Proyecto Código de familia, art. 458). 
Las autoridades judiciales competentes para conocer sobre los asuntos de familia 
son los juzgados especializados de familia, de distrito y locales y donde no los 
hubiere serán competentes los juzgados locales de lo civil y locales únicos 
(Proyecto Código de familia, art.4). 
Los casos de materia de familia tienen un plazo máximo de ciento veinte días para 
ser resueltos, este término será contado a partir de la notificación a los 
demandados. En caso de exceder dicho plazo sin resolución alguna los jueces 
incurrirán en responsabilidades administrativas (Proyecto código de familia, 
art.506). 
 Se supervisará el correcto uso de la pensión de alimentos ya sea que el juez actué 
de oficio o a petición de parte con el fin de evitar cualquier desvió o anomalía, y 
será obligatorio dar conocimiento de su uso a la autoridad judicial (Proyecto 
Código de familia, art.331). 
2.2.8. Cuadro comparativo. 
Diferencias 
Legislación vigente Proyecto de código de familia 
 Para la solicitud de alimentos se 
establece la vía judicial (LDA, 
capítulo IV), el cual es un proceso 
escrito y privado. 
 
 La solicitud de alimentos ante la 
vía judicial será un proceso oral y 
público (Art 458 PCF). 
 La obligación de dar alimentos 
cesa cuando los alimentistas 
alcanzan la mayoría edad (Art.8, 
LDA). La mayoría de edad se fija a 
los veintiún años art. 278 C. 
 
 La mayoría de edad se alcanza a 
los dieciocho años, sin distinción 
de sexo y trae consigo el cese del 
derecho de alimentos excepto los 
casos establecidos en la ley (Art. 
20 PCF) 
 Cuando el hijo estudia 
provechosamente de una 
educación superior, no se 
determina la edad límite del 
alimentado a efectos del cese de 
la obligación y del derecho 
alimentario (Art. 8 LDA). 
 
 Queda expresamente establecido 
que el hijo o hija mayor que 
estudie provechosamente, tendrá 
derecho a los alimentos hasta que 
cumpla los veinticuatro años de 
edad (Art.  314 PCF). 
   Se debe alimentos en siguiente el 
orden: 
a) Los hijos 
b) El cónyuge 
c) El compañero de unión de 
hecho estable. 
d) Los ascendientes y 
descendientes del grado de 
consanguinidad más 
cercano cuando se 
encuentren en estado de 
desamparo (Art.6, LDA). 
 Se amplía el orden de prelación, 
quedando en primer lugar los 
hijos, agregando dentro de este 
apartado a los hijos que están por 
nacer. En el tercer puesto están 
los hermanos y hermanas, así 
como los ascendientes y los 
descendientes hasta el segundo 
grado de consanguinidad. Y 
cuando hay varios obligados el 
demandante podrá solicitar se 
amplié la demanda en contra de 
los otros obligados (Art. 314 PCF). 
 No se determina el monto o 
porcentaje de las pensiones de 
alimentos, si no que este queda en 
atención del art. 4 de la LDA y a 
criterio del juez. 
 
 Los alimentos están determinados 
a pagarse en porcentajes de 
acuerdo a los ingresos del 
obligado y según el número de 
hijos y/o demás alimentados en el 
orden de prelación (Art. 322 PCF). 
 La pena por mora del pago de los 
alimentos es del  5 % por cada 
mes de retraso (LDA, art. 15). 
 
 
 La pena por mora en la pensión de 
alimentos es del 2 % por cada mes 
de  retraso (Art. 323 PCF). 
 Las pensiones atrasadas sólo se 
reclamarán retroactivamente 12 
meses (LDA, art.13). 
Pero no se establece la forma en 
 
 El reclamo de las pensiones de 
alimentos atrasados cubre hasta 
doce meses y estos podrán ser 
exigibles por la vía de apremio 
 que éstos se deberán exigir. corporal (Art. 318 PCF). 
 No  se instaura el acuerdo de 
prestación alimenticia en sede 
notarial. 
 Establece que las pensiones se 
podrán acordar mediante escritura 
pública otorgada ante notario y 
sometida a la ratificación de la 
autoridad judicial (Art. 324 PCF). 
 Establecimiento de una pensión de 
alimentos para el cónyuge en caso 
de que se encuentre imposibilitado 
(LDA, art. 9 y Ley 38, art. 14 inc.5). 
 
 Pensión compensatoria sustitutiva 
de la pensión alimenticia (art. 172 
PCF). 
3. Derecho comparado 
 
3.1. México 
Las obligaciones alimenticias son reguladas por el Código civil para el Distrito 
Federal en materia común y para toda la república en materia federal, en su 
capítulo II;  del cual podemos destacar lo siguiente: 
3.1.1. Contenido de los alimentos 
Según Código Civil  mexicano los alimentos comprenden: 
La comida, el vestido, la habitación y la asistencia en casos de enfermedad. 
Respecto de los menores, los alimentos comprenden, además, los gastos 
necesarios para la educación primaria del alimentista, y para proporcionarle 
algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a su sexo y 
circunstancias personales Art. 308. 
 Además, cabe mencionar que la obligación de pagar los gastos funerarios de la 
muerte del acreedor alimentista, recaerá de aquel que hubiere tenido la obligación 
de alimentarlo en vida (art.1909). 
3.1.2. Sujetos de la obligación 
En principio se establece que las personas que dan los alimentos tienen a su vez 
derecho a pedirla, porque es una obligación de carácter recíproca (art.301). Las 
personas obligadas a prestar los alimentos son: 
a) Los padres: Tienen el deber de proporciona los alimentos a sus hijos, y en 
caso de imposibilidad, esta obligación recae en los demás ascendientes 
tanto de padre como de la madre (art. 303). 
 
b) Los hijos: Están obligados a dar alimentos a sus padres, y en caso de 
imposibilidad de los hijos, estarán obligados los demás descendientes en el 
grado más próximo (art. 304). 
 
c) Los cónyuges: Tienen su fundamento en el matrimonio y se deben los 
alimentos mutuamente. Ambos cónyuges tiene la obligación de contribuir 
económicamente al sostenimiento del hogar, a su alimentación y a la de sus 
hijos (art. 164 y 302). 
 
d) El hijo adoptado: Los derecho y las obligaciones de los alimentos se limitan 
únicamente a la relación del adoptante y el adoptado, sin que pueda 
extenderse a los demás familiares (art, 307). 
 
 
3.1.3. Extinción de la obligación de alimentos 
El Código Civil de Mexicano, establece en su art. 320 que la obligación de prestar 
los alimentos cesa ante las siguientes circunstancias: 
 a) El deudor alimentario carece de medios económicos para cumplir con la 
obligación. 
b) El acreedor alimentista deja de necesitar los alimentos. 
 
c) En caso de injuria, falta o daño grave cometido por el acreedor, contra el 
deudor alimentista. 
 
d) Cuando la necesidad de los alimentos dependa de la conducta viciosa de 
la falta de aplicación al trabajo. 
 
e) El abandono del hogar por parte del acreedor alimentista. 
La obligación de dar alimentos cesa legalmente cuando éstas hayan sido 
decretadas judicialmente, pero estas resoluciones judiciales no producen efectos 
de cosa juzgada por tanto podrán ser revocadas o modificadas. 
3.2. El Salvador 
El Código de familia aprobado el día 22 de noviembre de 1993 regula la materia 
familiar y en ese texto legal se realizó un desarrollo de la familia de acuerdo a la 
constitución de 1983 y de los instrumentos internacionales de los derechos 
humanos firmados y ratificados por El Salvador hasta esa fecha en materia de 
familia. Para el caso la carta magna del Estado salvadoreño de 1983 que está 
vigente a la fecha establece en los art.32 y 33 la protección a la familia el fomento 
de ésta a través del matrimonio, pero que la falta de la referida unión legal no 
afectará el goce de los derechos conferidos a favor de la familia resultantes de la 
unión estable de una pareja heterosexual (Alvarado Bonilla, Cárcamo Sánchez, & 
Quintero Hernández, 2010, pág. 18). 
 
 
 3.2.1. Contenido de los alimentos 
Se entiende por alimentos las prestaciones que permiten satisfacer las 
necesidades de sustento, habitación, vestido, conservación de la salud y 
educación del alimentario (art. 247). 
El padre y la madre tienen la obligación de criar conjuntamente a los hijos 
comunes; y proveerles un hogar estable, alimentos además de todo aquello que 
sea necesario para el desarrollo normal de su personalidad, hasta que cumplan la 
mayoría de edad, o haya adquirido una profesión. Esta obligación de los padres no 
cesará cuando el hijo o hija llegue a la mayoría de edad y sufra una discapacidad 
(art.211). 
3.2.2. Sujetos de la obligación alimentaria. 
El art.251 del Código de familia de El Salvador establece el siguiente orden de 
prelación: 
a) Los cónyuges: regulado en el título II del código de familia, establece que 
entre ellos deben guardarse fidelidad,  asistirse en toda circunstancia, 
atender los gastos de la familia en razón de sus recursos económicos y el 
cuido de los hijos comunes. 
 
En los casos de disolución del matrimonio, si uno de los cónyuges fuese 
discapacitado o minusválido este tendrá derecho a una pensión alimenticia 
especial (art. 107). 
 
b) Los ascendientes y descendientes: es una obligación recíproca que 
mantiene hasta el segundo grado de consanguinidad.  Esto conlleva a la 
obligación de los padres con los hijos y viceversa. Cuando los padres no 
puedan sufragar los gastos de alimentación y crianza, la obligación se 
 trasmitirá a los abuelos de acuerdo a sus posibilidades económicas (art.66. 
inc. 3). 
 
c) Los hermanos 
La mujer embarazada tiene el derecho de exigir los alimentos al padre de la 
criatura, durante todo el tiempo de embarazo y  los tres meses siguientes del parto 
incluidos los gastos del parto (art.249). 
3.2.3. Pago de la pensión de alimentos 
Las pensiones alimenticias se determinan en base a la proporcionalidad, es decir 
tomando en cuenta la condición personal del deudor alimentante, a su capacidad 
económica y en relación al número de hijos (arts. 254 y 251). 
La obligación alimentaria también se pagará en especie a juicio prudencial del 
juez, si hubieren motivos que lo justificaren (art.257). 
El código de familia de El Salvador establece que el derecho de pedir alimentos es 
inalienable e irrenunciable, pero con respecto de  las pensiones de alimentos 
atrasadas podrán ser objeto de renuncia o compensación (art. 260). 
En cuanto a la prescripción, se establece que las pensiones de alimentos 
prescribirán en el plazo de dos años a partir de la fecha en que se dejó de cobrar 
(art. 261). 
3.2.4. Extinción de la obligación 
De conformidad con el art. 270 del código de familia de El Salvador, la obligación 
de dar alimentos cesará: 
a) Por muerte del alimentario. 
  
b) Cuando el alimentario por su indolencia o vicios no se dedicare a trabajar o 
estudiar con provecho y rendimiento, pudiendo hacerlo. 
 
c) Cuando el acreedor alimentista deja de necesitarlos. 
 
d) Cuando el deudor alimentante al dar la pensión desatienda sus propias 
necesidades alimentarias, o de las otras personas que tengan un derecho 
preferente a recibirla con respecto del alimentante. 
e) Cuando el alimentario maltrate física y moralmente al alimentante. 
 
3.3. Costa Rica 
 
3.3.1. Contenido de los alimentos 
Según el código de familia de Costa Rica establece que: 
Se entiende por alimentos lo que provea sustento, habitación, vestido, 
asistencia médica, educación, diversión, transporte y otros, conforme a las 
posibilidades económicas y el capital que le pertenezca o posea quién ha 
de darlos. Se tomarán en cuenta las necesidades y el nivel de vida 
acostumbrado por el beneficiario, para su normal desarrollo físico y 
psíquico, así como sus bienes. (Art. 164). 
Los alimentos no se deben sino en la parte que los bienes y el trabajo del 
alimentario no los satisfagan. 
Para el pago de los meses atrasados se establece: 
No pueden cobrarse alimentos pasados, más que por los doce meses 
anteriores a la demanda, y eso en caso de que el alimentario haya tenido 
que contraer deudas para vivir (art. 172). 
 3.3.2. Sujetos de la obligación 
De conformidad al art.169 los alimentos se deben  a los siguientes sujetos: 
a) Los cónyuges entre sí. 
b) Los padres a sus hijos menores o incapaces y los hijos a sus padres. 
c) Los hermanos a los hermanos menores o a los que presenten una 
discapacidad que les impida valerse por sí mismos; los abuelos a los nietos 
menores y a los que, por una discapacidad, no puedan valerse por sí 
mismos, cuando los parientes más inmediatos del alimentario antes 
señalado no puedan darles  alimentos o en el tanto en que no puedan 
hacerlo; y los nietos y bisnietos, a los abuelos y bisabuelos en las mismas 
condiciones indicadas en este inciso. 
 
3.3.3. Extinción de la obligación 
De conformidad al art. 173 se establece que la obligación de dar alimentos no 
existe: 
a) Cuando el deudor no pueda suministrarlos sin desatender sus necesidades 
alimentarias o sin faltar a la misma obligación de alimentos para con otras 
personas que, respecto de él, tengan título preferente. 
b) Cuando quién los recibe deje de necesitarlos. 
c) En caso de injuria, falta o daños graves del alimentario contra el alimentante, 
excepto entre padres e hijos. 
d) Cuando el cónyuge haya incurrido en abandono voluntario y malicioso del 
hogar ose compruebe que comete o cometió adulterio. 
e) Cuando los alimentarios hayan alcanzado su mayoridad, salvo que no hayan 
terminado los estudios para adquirir una profesión u oficio, mientras no 
sobrepasen los veinticinco años de edad y obtengan buenos rendimientos con 
una carga académica razonable. 
 f) Entre ex cónyuges, cuando el beneficiario contraiga nuevas nupcias o 
establezca una convivencia de hecho. 
g) Cuando el demandante haya incumplido los deberes alimentarios respecto a 
su demandado, si legalmente debió haber cumplido con tal obligación. 
Las causales eximentes de la obligación alimentaria se probarán ante la autoridad 
que conozca de la demanda alimentaria. Pero, si en un proceso de divorcio, 
separación judicial o penal, el juez resolviere cosa distinta, se estará a lo que se 
disponga. 
3.4. Análisis del derecho comparado 
 
3.4.1. Los alimentos 
Las legislaciones anteriormente estudiadas retoman la palabra alimentos para 
establecer que su significado no es tan sólo en sentido literal de comida, si no que 
la definen de manera extensa, de tal manera que por “alimentos” hemos de 
entender que es todo aquello indispensable para la vida y desarrollo del sujeto, 
esto quiere decir que incluye, medicamentos, educación, habitación etc. 
El código de familia de Costa Rica, los alimentos incluyen el transporte, como una 
necesidad básica en los gastos diarios que podría incurrir el beneficiario de la 
pensión; de igual manera toma en cuenta el nivel de vida acostumbrado del 
beneficiario de la pensión alimenticia. 
Nuestra legislación nicaragüense, establece a través de la LDA que dentro de los 
alimentos también se incluirán los aspectos culturales y de recreación como una 
necesidad más, pero aún mas importante es que dentro de las necesidad de 
atenciones médicas y medicamentos se haga mención expresa que está  la 
asistencia de rehabilitación y educación especial cuando el alimentante sufra de 
alguna discapacidad. 
 3.4.2. Sujetos de la obligación 
De las personas que tienen derecho a reclamar los alimentos podemos destacar 
que El Salvador, ya que permite que la mujer embarazada tenga el derecho de 
reclamar los alimentos en contra del padre de la criatura. 
Por otra parte, cuando nos referimos al orden de prelación, este varía de 
legislación a legislación. Tanto los textos normativos de Costa Rica como el 
Salvador establecen dentro de este orden que se deben alimentos a los 
hermanos; podemos observar que en nuestra legislación nicaragüense los 
hermanos aún no son considerados como acreedores alimentistas. 
Por otra parte la legislación salvadoreña establece que las pensiones de alimentos 
pueden cederse, compensarse y la renuncia a recibir las pensiones atrasadas, en 
cambio la Ley de alimentos nicaragüense dispone en su art. 13 que el derecho de 
los alimentos es imprescriptible, irrenunciable e intransferible y no compensable 
con ningún tipo de deuda, pero se establece una excepción con las pensiones ya 











1. La legislación vigente que regula la materia de familia, está dividida en una 
serie de leyes dispersas. El proyecto de código de familia logra unificar 
todas las disposiciones que regulan a la familia, en cuanto al derecho 
subjetivo y procesal. 
 
2. Para el reclamo de las pensiones alimenticias, el Estado tiene una doble 
intervención a través de órganos distintos e independientes, que tienen 
como función proteger los derechos y obligar al cumplimiento de las 
obligaciones que surgen de las relaciones familiares; quienes intervienen en 
materia de familia  como un órgano administrativo es el Ministerio de la 
Familia y  órganos judiciales a través de los juzgados; a los que las leyes le 
confieren la competencia para conocer de esta materia, tales como 
juzgados de familia, juzgados de distrito civil y a prevención juzgados 
locales. 
 
3. Ante la solicitud de alimentos en el Ministerio de Familia opera el 
procedimiento administrativo conciliatorio que establece la Ley de 
responsabilidad materna y paterna (Ley 623) y su reglamento como un 
método de resolución alterna de conflictos; cabe mencionar que esta vía 
administrativa es opcional, es decir que no es obligatoria ya que los 
alimentos pueden pedirse directamente ante la vía judicial. 
 
4. En el procedimiento administrativo conciliatorio, las pensiones se 
establecen en el momento que las partes llegan a un  acuerdo sobre las 
mimas, ya que lo que prima es la autonomía de la voluntad, pero siempre 
habrá un tercero conciliador que actuará en nombre y representación del 
Ministerio de la familia, para coordinar las propuestas de las partes a la 
protección de los interés de los derechos del menor. 
 
 5. Están legitimados para ejercer la acción de alimentos, todas aquellas 
personas que por ley tengan derecho a ésta prestación, por tanto las 
autoridades judiciales han de proteger los intereses jurídicos del 
demandante y el deber de obligar al cumplimiento a los que por mandato de 
ley se encuentran como sujetos obligados denominados alimentantes. A 
pesar de que el compañero de unión de hecho estable teóricamente tiene 
derecho a recibir los alimentos, en la práctica no se le reconoce este 
derecho. 
 
6. El mayor problema de nuestra ley de alimentos, es que existe un vacío para 
la determinación de la cuantía de la pensión  de alimentos, es decir que no 
se establece un porcentaje determinado sobre el salario del obligado. 
Actualmente los jueces determinan la pensión de alimentos en base a las 
circunstancias que se establecen en el art. 2 y 4 de nuestra Ley de 
alimentos, sumándole a esto el criterio y juicio de la autoridad judicial al 















1. La  concienzuda revisión y posterior aprobación del Código de Familia que 
sistematice todas las normas, derechos, obligaciones, y todas las 
relaciones que surgen del derecho de familia. Así como el correcto empleo 
de los términos legales en cuerpo legal para no dar margen a confusiones 
ni entrar a menoscabar derechos ya reconocidos. 
 
2. El reconocimiento no sólo legal sino también material de jurisdicciones 
especializadas en materia de familia como únicas instancias competentes 
para conocer de los conflictos que surgen de las relaciones familiares en al 
menos cada cabecera departamental.  
 
3. Promover el procedimiento conciliatorio dentro de la sociedad, como un 
método alterno de justica ante el Ministerio de familia, y velar por la 
ejecución de los acuerdos realizados; así como dinamizar los procesos con  
la actual  creación procuraduría de la  familia como Procuraduría Especial de 
la Procuraduría General de la República, para que su intervención en los 
procesos judiciales sea provechosa tanto para la autoridad judicial como para 
las partes. 
 
4. En el procedimiento administrativo conciliatorio, no debe primar la 
autonomía de voluntad de las partes, dado la mayoría de las veces esto 
vulnera los derechos de los menores alimentistas al establecer un acuerdo 
en donde la pensión de alimentos sea posiblemente más baja a la que en 
derecho corresponde. Por tanto debería ser uno de los principios 
fundamentales de la conciliación, el interés superior del niño, niña y 
adolescente al establecer los alimentos. 
 
5. Actualmente la ley de alimentos expresa cuando se considera que existe 
unión de hecho estable, pero el problema es que no establece ningún 
medio legal para reconocimiento legal de la misma, sin embargo tras la 
aprobación en la Asamblea Nacional del primer libro del código de la familia 
 que aborda el capítulo VI sobre la unión de hecho estable, se instaura el  
reconocimiento judicial de la unión de hecho para dotar a los convivientes 
de los deberes y derechos que la constitución política reconoce. 
 
6. La aprobación por parte de la Asamblea Nacional, en conjunto con la 
sanción, promulgación y publicación de parte del presidente de la república 
para la pronta aplicación del Código de familia, ya que contempla la forma 
explícita en que se ha de determinar las pensiones alimenticias, 
estableciendo que se dará un determinado porcentaje en función a la 
cantidad de hijos u otros alimentantes que concurran a reclamar los 
alimentos en la vía judicial; cabe mencionar que seria de vital importancia 
que el Proyecto de Código de familia también reconociera algunas 
circunstancias en que la pensión de alimentos deba aumentar, tal como en 
los casos en que el alimentado sufra una grave enfermedad, requiera 
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Artículo 4. Autoridades en asuntos de familia 
Por el efectivo cumplimiento de las disposiciones contendidas en este Código velarán, 
armónicamente, cada quien en el ámbito de sus competencias, las autoridades judiciales 
y administrativas; así como en sede notarial.  
En materia judicial conocerán los Juzgado Especializados de Familia, de Distrito y Locales 
y donde no hubiere, serán competentes los Juzgados Locales de lo Civil y Locales 
Únicos. El Tribunal de Apelaciones conocerá, para lo de su cargo. 
Las Instituciones del Estado, que conforme su Ley creadora, tienen atribuida especiales 
funciones administrativas para asuntos familiares, actuarán en el ámbito atribuido, para la 
protección, educación y salvaguarda de los intereses de los menores de edad, 
discapacitados, mayores declarados incapaces, el adulto mayor y en general, de la  
familia; tales son, las que corresponden al Ministerio de la Familia, Adolescencia y Niñez, 
Ministerio de Educación, Procuraduría General de la República, Comisaría de la Mujer y la 
niñez de la Policía Nacional, Dirección de Migración y Extranjería del Ministerio de 
Gobernación, Ministerio del Trabajo, Ministerio de Salud, Instituto Nicaragüense de la 
Seguridad Social y Registro del Estado Civil de las Personas.   
Capítulo III 
De la capacidad jurídica civil de las personas 
Artículo 20. Capacidad jurídica plena 
 Tienen pleno ejercicio de la capacidad, para adquirir derechos, contraer obligaciones y 
disponer libremente de su persona y bienes: 
 
a). Las personas de dieciocho años de edad cumplidos, sin distinción de sexo y  no 
declaradas incapaces; 
 b). Los emancipados por matrimonio o por declaración judicial de la mayoría de edad o 
por autorización del padre o la madre; 
c) La madre soltera menor de dieciocho y mayor de dieciséis años cumplidos. 
La Ley, no obstante puede establecer edades especiales para realizar determinados 
actos.  
LIBRO PRIMERO  
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TÍTULO IV 
DE LA NULIDAD Y DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO 
Capítulo I 
Disposiciones generales y reglas comunes al divorcio 
Artículo 133. Pronunciamientos que no gozan de fuerza de cosa juzgada material 
Los pronunciamientos en las sentencias de divorcio sobre la cuido y crianza de los hijos e 
hijas menores de edad, discapacitados, mayores declarado incapaces, la relación madre, 
padre e hijos o hijas y  sobre las pensiones alimenticias y pensiones compensatorias, no 
causan estado. Estas pretensiones en cualquier proceso en que fueren solicitadas, 
pueden ser  modificadas, cuando varíen las condiciones y las circunstancias por las 
cuales se otorgó el derecho. 
TITULO IV  
DE LA NULIDAD Y DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO 
Capítulo III 
Divorcio por mutuo consentimiento 
Artículo 154. Mutuo consentimiento 
Los cónyuges pueden disolver el vínculo matrimonial por mutuo consentimiento. Para ello 
presentarán por escrito personalmente o a través de apoderado especialísimo la 
correspondiente solicitud ante la autoridad judicial competente, acompañando la 
documentación que compruebe su estado de casados, certificados de nacimiento de los 
hijos e hijas si los hubiere, patrimonio familiar, régimen económico patrimonial adoptado, 
inventario de los bienes muebles e inmuebles en común, el acuerdo mutuo de distribución 
de bienes matrimoniales, el acuerdo sobre el cuido y crianza de los hijos e hijas, el 
acuerdo del derecho de uso y habitación del bien inmueble a favor de los hijos e hijas 
menores y/o mayores discapacitados y las respectivas pensiones alimenticias o la 
correspondiente pensión compensatoria.    
Asimismo podrán acudir ante Notaria o Notario Público con al menos diez años de 
haberse incorporado a la profesión del notariado, cuando no tengan en común, hijos o 
 hijas menores de edad, ni mayores discapacitados, ni haber bienes en común.  
En caso de haber bienes en común y exista entre los cónyuges mutuo acuerdo en la 
forma de uso o distribución de los mismos, la Notaria o Notario Público puede disolver el 
vínculo matrimonial, debiendo consignar dicho acuerdo en la escritura pública 
correspondiente. 
Artículo 158. Requisitos ante la autoridad judicial 
Cuando el divorcio por mutuo consentimiento se inste ante la autoridad judicial, la solicitud 
deberá expresar, además de los requisitos generales para toda demanda, el acuerdo al 
que hubieren llegado los cónyuges respecto a: 
a. El cuido y crianza de los hijos e hijas menores de edad; de los incapacitados y de 
los mayores discapacitados si hubiere mérito para ello; 
b. El régimen en que se desarrollará en lo sucesivo la relación madre, padre e hijos; 
c. La prestación de los alimentos o en qué proporción contribuirá cada uno de ellos, 
cuando esta obligación pese sobre ambos y la forma en que se garantizará; 
d. El monto de la pensión compensatoria para el o la  cónyuge que hubiere de 
recibirla y la forma en que se garantizará;  
e. La distribución de los bienes, si existe sociedad o de los que tengan en común o 
formen parte del patrimonio familiar. 
El acuerdo de los cónyuges a que se refiere este artículo no perjudicará en manera 
alguna a los hijos o hijas, quienes a pesar de las estipulaciones, conservarán sus 
derechos a ser alimentados con arreglo a la Ley; quedando los jueces y juezas y los 
respectivos tutores en su caso, en la estricta obligación de velar porque lo acordado 
respecto a los hijos, sea favorable al interés superior de éstos. Igualmente el acuerdo 
referido buscará el equilibrio de los derechos patrimoniales y alimentarios de ambos 
cónyuges.  
Artículo 159. Negativa de acuerdo en el divorcio por mutuo consentimiento 
Si los cónyuges no hubieren llegado a acuerdo sobre alguno de los puntos antes 
señalados en el artículo anterior, el juez o jueza resolverá conforme corresponda.   
Se fijará pensión compensatoria para el o la cónyuge que esté imposibilitado para trabajar 
por motivos de enfermedad o cualquier causa similar, a juicio del juzgador. Esta 
obligación no se otorgara o cesará cuando el cónyuge favorecido haya contraído 
Capítulo IV 
Divorcio por voluntad de una de las partes 
 
 
 Artículo 172. Pensión compensatoria 
El juez o jueza podrá ordenar, también, una pensión compensatoria, sustitutiva de la 
alimenticia, siempre que no exista repartición de bienes entre los cónyuges o 
convivientes, a fin de evitar el desequilibrio económico que para uno de los cónyuges 
puede significar el divorcio, en relación con la posición del otro cónyuge y un 
empeoramiento de la situación que tenía durante el matrimonio. Para ello, el juez o jueza 
tendrá en cuenta, entre otras, las siguientes circunstancias:  
k. Los acuerdos a que hubieren llegado los cónyuges; 
l. La edad y el estado de salud;  
m. La calificación profesional y las probabilidades de acceso a un empleo; 
n. La colaboración con su trabajo en las actividades mercantiles, industriales o 
profesionales con el otro cónyuge; 
o. La duración del matrimonio y la convivencia conyugal;  
p. La pérdida eventual de un derecho de pensión; 
q. El caudal y los medios económicos y las necesidades de uno y otro cónyuge; 
r. La distribución equitativa de los bienes adquiridos durante el matrimonio y éstos 
estuvieren inscritos de manera unilateral; 
s. No poder ejercer una actividad profesional por tener que ocuparse de los hijos o 
hijas comunes; 
t. Haber interrumpido su instrucción profesional por razón del matrimonio y desear 
reanudarla. 
La pensión compensatoria cesará cuando él o la cónyuge favorecido contraiga nuevo 
matrimonio, establezca una unión de hecho estable con otra persona o llegare a tener 
medios económicos para su sustentación. 
Artículo 174. Pronunciamientos en sentencia de divorcio unilateral 
La sentencia que declara el divorcio unilateral deberá contener, además de los requisitos 
generales establecidos en este Código lo siguiente: 
a. Declaración de disolución del vínculo matrimonial; 
b. Lo relativo al cuido, crianza y régimen de comunicación de los menores de edad, 
incapacitados o mayores discapacitados; 
c. El monto de la pensión para aquellos que tienen derecho a recibirla y su forma de 
entrega;  
d. El monto de la pensión para el o la cónyuge que esté imposibilitado para trabajar 
por razones de edad, enfermedad grave o cualquier otra causa valorada por el 
 juez o jueza, con mención de que esta obligación cesará cuando el o la cónyuge 
favorecido contraiga nuevo matrimonio, establezca una unión de hecho estable  o 
llegare a tener solvencia económica; 
e. La pensión compensatoria; 
f. La distribución de los bienes comunes. 
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DE LA AUTORIDAD PARENTAL O RELACION MADRE, PADRE,  HIJOS E HIJAS 
TITULO I 
DE LA AUTORIDAD PARENTAL 
Capítulo VI 
Mayoría de edad y de la emancipación 
Artículo 299. Edad para obtención de la mayoría de edad 
Para todos los efectos la mayoría de edad se fija, sin distinción de sexo, a los dieciocho 
años de edad cumplidos. El o la mayor de edad puede disponer libremente de su persona 
y bienes y  demandar la entrega de sus bienes que hubiesen estado en administración de 
terceras personas. 
Los menores de dieciocho y mayores de dieciséis años de edad cumplidos, pueden 
emanciparse por alguna de las siguientes vías: 
a) Por autorización del padre y la madre; 
b) Por declaración judicial; 
c) Por matrimonio;  
d) Por la maternidad de la soltera. 
 
Artículo 300. Efectos de la emancipación 
La emancipación habilita a la o el adolescente que no haya cumplido la mayoría de edad 
para elegir su persona y sus bienes como si fuera mayor de edad. 
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Deberes y derechos que derivan de las prestaciones alimenticias 
Artículo 314. Del orden en que se deben los alimentos 
Se deben alimentos en el siguiente orden: 
a) A los hijos e hijas menores de edad, a los mayores de edad, hasta que cumplan 
los veinticuatro años de edad, cuando estén realizando estudios de manera 
provechosa y a los mayores discapacitados. Los concebidos y no nacidos,  se 
consideran menores de edad; 
b)  El o la cónyuge o convivientes mientras no tenga para su cóngrua sustentación; 
c) A los hermanos y hermanas, a los ascendientes y descendiente hasta segundo 
grado de consanguinidad, cuando se encuentren en estado de necesidad o 
desamparo. Si la persona llamada en grado anterior a la prestación no estuviera 
en condiciones de soportar la carga en todo o en parte, dicha obligación será 
puesta en todo o en parte a cargo de las personas llamadas en grado posterior. 
Cuando recaiga sobre dos o más personas la obligación de dar alimentos, se repartirá 
entre ellas el pago de la pensión en cantidad proporcional a sus ingresos y capital. En 
caso de que la demanda recayera sobre uno de los obligados, este podrá solicitar se 
amplié la demanda en contra de los otros obligados. 
Artículo 317. Derecho a demandar alimentos antes del nacimiento del hijo o hija 
La madre podrá solicitar alimentos para el hijo o hija que está por nacer cuando éste 
hubiese sido concebido antes o durante los doscientos sesenta días a la separación de 
los cónyuges o convivientes, salvo prueba en contrario la que se tramitara como incidente.  
Artículo 318. Pensión alimenticia atrasada 
Se podrá reclamar pensiones alimenticias atrasadas, hasta por un período de doce 
meses, las que podrán ser exigibles por la vía del apremio corporal. 
 
Capítulo III 
Criterios de determinación de la pensión alimenticia 
Artículo 322. Formas de tasar los alimentos 
El monto mínimo de una pensión alimenticia para un mismo beneficiario, en caso que el 
alimentista no tenga trabajo estable no podrá ser inferior al veinticinco porciento del 
salario mínimo del sector económico a que pertenezca su profesión u oficio. En caso de 
que el alimentante tenga un trabajo estable se debe tasar los alimentos de la siguiente 
forma y orden: 
 a) Veinticinco por ciento de los ingresos netos si hay solo un hijo; 
b) Treinta y cinco por ciento de los ingresos netos si hay dos hijos; 
c) Cincuenta por ciento de los ingresos netos si hay tres o más hijos y se distribuirán 
de manera equitativa; 
d) Si el o la  alimentista tiene más hijos o hijas de los que están demandando 
alimento, este debe probar que esta proveyendo a los demás con alimento, los 
que deberán ser incluidos en el máximo del cincuenta por ciento; 
e) Cuando reclamen alimentos personas distintas a los hijos o hijas, se estipulará un 
diez por ciento de los ingresos netos para cuando sea uno el que reclame y en 
caso de ser dos o más, se tasará un veinte por ciento, respetando el orden de 
prelación establecido en el presente Código; 
f) En caso de que concurran a reclamar alimentos más de tres hijos y otros 
alimentistas, el cincuenta por ciento será destinado para los hijos y el diez por 
ciento se prorratea entre los otros reclamantes. 
El límite máximo de pensión alimenticia asignada cuando concurran los incisos anteriores, 
no podrá ser mayor del sesenta por ciento de los ingresos netos del alimentista, 
distribuido con equidad entre los demandantes y no demandantes, con prelación a los 
hijos e hijas. 
 
Artículo 323. Pena por atraso de pago en la pensión alimenticia 
El atraso en el pago de las pensiones alimenticias sin causa justificada será penado con 
el pago de un 2% adicional por cada mes de atraso. 
 
Artículo 324. Acuerdo sobre la pensión alimenticia ante notaria o notario público 
El padre y la madre podrán mediante escritura pública, celebrar acuerdo escrito sobre la 
pensión de alimentos que se debe pasar al hijo o hija o mayor discapacitado; pero ésta 
deberá ser ratificada por autoridad judicial competente del domicilio del beneficiario, de 
conformidad con el presente Código. 
 
Capítulo IV 
Sentencia y extinción de la obligación alimenticia 
Artículo 330. Cesación en la obligación de dar alimentos 
La obligación de dar alimentos cesa: 
a) Cuando los hijos e hijas alcancen la mayoría de edad, excepto cuando estén 
 realizando de forma provechosa sus estudios y no sobrepasen los veinticuatro 
años de edad; 
b) Cuando los hijos e hijas menores hayan sido emancipados, salvo en casos de 
enfermedad o discapacidad que le impida obtener por sí mismo los medios de 
subsistencia; 
c) En caso de falta o daños graves del alimentario contra el deudor o deudora de 
alimentos; 
d) Cuando la necesidad de los alimentos resulta de la conducta reprensible del que 
los solicita o recibe. 
 
Para la aplicación de los dos últimos incisos se requerirá de sentencia. 
 
Artículo 331. Derecho de supervisión del uso de pensión alimenticia o 
compensatoria  
El juez o jueza de oficio o a petición de parte, podrá corroborar el correcto uso de la 
pensión alimenticia o compensatoria asignada, tomando las providencias necesarias para 
corregir cualquier desvió o anomalía en su aplicación y utilización. 
En ningún caso podrá suspenderse la obligación de enterar la pensión alimenticia. 
LIBRO SEXTO 
PROCESO DE FAMILIA  
TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
Ámbito de aplicación, de la jurisdicción y competencia 
Capítulo II 
Principios especiales del proceso familiar 
Artículo 458. De la publicidad de las audiencias 
En los asuntos a que se refiere este Libro, los procesos serán orales y públicos, pero 
podrá decidir el juez, de oficio o a instancia de parte, que los actos y audiencias se 
celebren a puerta cerrada y que las actuaciones sean reservadas, siempre que las 
circunstancias lo aconsejen, o cuando los intereses de los niños, niñas o adolescentes, 
mayores incapacitados, incapaces o la protección de la vida privada de las partes y de 
otros derechos y libertades, así lo exijan. 
 
 TÍTULO II 




Artículo 506.Término máximo para tramitar asuntos de familia 
El término máximo para tramitar un asunto de materia familiar no podrá exceder de ciento 
veinte días, contado desde la notificación a todos los demandados, so pena de las 
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De los derechos y obligaciones que nacen del matrimonio 
Articulo 164. Los cónyuges contribuirán económicamente al sostenimiento del hogar, a 
su alimentación y a la de sus hijos, así como a la educación de estos en los términos que 
la Ley establece, sin perjuicio de distribuirse la carga en la forma y proporción que 
acuerden para este efecto, según sus posibilidades. A lo anterior no esta obligado el que 
se encuentre imposibilitado para trabajar y careciere de bienes propios, en cuyo caso el 
otro atenderá íntegramente a esos gastos. 
Los derechos y obligaciones que nacen del matrimonio serán siempre iguales para los 
cónyuges e independientes de su aportación económica al sostenimiento del hogar. 
TITULO SEXTO 
Del Parentesco y de los Alimentos 
CAPÍTULO DOS 
De los Alimentos 
Articulo 301. La obligación de dar alimentos es reciproca. El que los da tiene a su vez 
derecho de pedirlos. 
Articulo 302. Los cónyuges deben darse alimentos; la Ley determinara cuando queda 
subsistente esta obligación en los casos de divorcio y otros que la misma Ley señale. Los 
concubinos están obligados, en igual forma, a darse alimentos si se satisfacen los 
requisitos señalados por el artículo 1635. 
Articulo 303. Los padres están obligados a dar alimentos a sus hijos. A falta o por 
imposibilidad de los padres, la obligación recae en los demás ascendientes por ambas 
líneas que estuvieren más próximos en grado. 
Articulo 304. Los hijos están obligados a dar alimentos a los padres. A falta o por 
imposibilidad de los hijos, lo están los descendientes más próximos en grado. 
 
 Articulo 305. A falta o por imposibilidad de los ascendientes o descendientes, la 
obligación recae en los hermanos de padre y madre; en defecto de estos, en los que 
fueren de madre solamente, y en defecto de ellos, en los que fueren solo de padre. 
Faltando los parientes a que se refieren las disposiciones anteriores, tienen obligación de 
ministrar alimentos los parientes colaterales dentro del cuarto grado. 
Articulo 306. Los hermanos y demás parientes colaterales a que se refiere el artículo 
anterior, tienen obligación de dar alimentos a los menores, mientras estos llegan a la edad 
de dieciocho años. También deben alimentar a sus parientes, dentro del grado 
mencionado, que fueren incapaces. 
Articulo 307. El adoptante y el adoptado tienen la obligación de darse alimentos en los 
casos en que la tienen el padre y los hijos. 
Articulo 308. Los alimentos comprenden la comida, el vestido, la habitación y la 
asistencia en casos de enfermedad. Respecto de los menores, los alimentos comprenden, 
además, los gastos necesarios para la educación primaria del alimentista, y para 
proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a su sexo y 
circunstancias personales. 
Articulo 309. El obligado a dar alimentos cumple con la obligación asignando una 
pensión competente al acreedor alimentario o incorporándolo a la familia. Si el acreedor 
se opone a ser incorporado, compete al juez, según las circunstancias, fijar la manera de 
ministrar los alimentos. 
Articulo 310. El deudor alimentista no podrá pedir que se incorpore a su familia el que 
debe recibir los alimentos, cuando se trate de un cónyuge divorciado que reciba alimentos 
del otro, y cuando haya inconveniente legal para hacer esa incorporación. 
Articulo 311. Los alimentos han de ser proporcionados a las posibilidades del que debe 
darlos y a las necesidades de quien debe recibirlos. Determinados por convenio o 
sentencia, los alimentos tendrán un incremento automático mínimo equivalente al 
aumento porcentual del salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal, salvo que el 
deudor alimentario demuestre que sus ingresos no aumentaron en igual proporción. En 
este caso, el incremento en los alimentos se ajustara al que realmente hubiese obtenido 
el deudor. Estas prevenciones deberán expresarse siempre en la sentencia o convenio 
correspondiente. 
Articulo 312. Si fueren varios los que deben dar los alimentos y todos tuvieren posibilidad 
para hacerlo, el juez repartirá el importe entre ellos, en proporción a sus haberes. 
Articulo 313. Si solo algunos tuvieren posibilidad, entre ellos se repartirá el importe de los 
alimentos; y si uno solo la tuviere, el cumplirá únicamente la obligación. 
Articulo 314. La obligación de dar alimentos no comprende la de proveer de capital a los 
hijos para ejercer el oficio, arte o profesión a que se hubieren dedicado. 
Articulo 315. Tienen acción para pedir el aseguramiento de los alimentos: 
 I. El acreedor alimentario; 
  II. El ascendiente que le tenga bajo su patria potestad; 
 III. El tutor; 
 IV. Los hermanos y demás parientes colaterales dentro del cuarto grado; 
 V. El Ministerio Público. 
Articulo 316. Si las personas a que se refieren las fracciones II, III y IV del artículo 
anterior no pueden representar al acreedor alimentario en el juicio en que se pida el 
aseguramiento de los alimentos, se nombrara por el Juez un tutor interino. 
Articulo 317. El aseguramiento podrá consistir en hipoteca, prenda, fianza, deposito de 
cantidad bastante a cubrir los alimentos o cualesquiera otra forma de garantía suficiente a 
juicio del juez. 
Articulo 318. El tutor interino dará garantía por el importe anual de los alimentos. Si 
administrare algún fondo destinado a ese objeto, por el dará la garantía legal. 
Articulo 319. En los casos en que los que ejerzan la patria potestad gocen de la mitad del 
usufructo de los bienes del hijo, el importe de los alimentos se deducirá de dicha mitad, y 
si esta no alcanza a cubrirlos, el exceso será de cuenta de los que ejerzan la patria 
potestad. 
Articulo 320. Cesa la obligación de dar alimentos: 
 I. Cuando el que la tiene carece de medios para cumplirla; 
 II. Cuando el alimentista deja de necesitar los alimentos; 
 III. En caso de injuria, falta o daño graves inferidos por el alimentista contra el que 
debe prestarlos; 
 IV. Cuando la necesidad de los alimentos dependa de la conducta viciosa o de la 
falta de aplicación al trabajo del alimentista, mientras subsistan estas causas; 
 V. Si el alimentista, sin consentimiento del que debe dar los alimentos, abandona 
la casa de este por causas injustificables. 
Articulo 321. El derecho de recibir alimentos no es renunciable, ni puede ser objeto de 
transacción. 
Articulo 322. Cuando el deudor alimentario no estuviere presente o estándolo rehusare 
entregar lo necesario para los alimentos de los miembros de su familia con derecho a 
recibirlos, se hará responsable de las deudas que estos contraigan para cubrir esa 
exigencia, pero solo en la cuantía estrictamente necesaria para ese objeto y siempre que 
no se trate de gastos de lujo. 
Articulo 323. El cónyuge que se haya separado del otro, sigue obligado a cumplir con los 
gastos a que se refiere el artículo 164. En tal virtud, el que no haya dado lugar a ese 
hecho, podrá pedir al Juez de lo familiar de su residencia, que obligue al otro a que le 
ministre los gastos por el tiempo que dure la separación en la misma proporción en que lo 
 venía haciendo hasta antes de aquella, así como también satisfaga los adeudos 
contraídos en los términos del artículo anterior. Si dicha proporción no se pudiera 
determinar, el juez, según las circunstancias del caso, fijara la suma mensual 
correspondiente y dictara las medidas necesarias para asegurar su entrega y de lo que ha 
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DECRETO No. 677.- 
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE EL SALVADOR 
LIBRO PRIMERO 
CONSTITUCION DE LA FAMILIA 
TITULO I 
CAPÍTULO III 
CELEBRACION DEL MATRIMONIO 
 
MATRIMONIO EN ARTICULO MORTIS 
Art. 32.- Podrá procederse a la celebración del matrimonio sin que se presenten las 
certificaciones a que se refiere el inciso tercero del artículo 21 o los documentos 
enumerados en el artículo 23, del que se halla en inminente peligro de muerte, siempre 
que no exista ningún impedimento ostensible que lo haga ilegal y que se exprese 
claramente el consentimiento de los contrayentes. En la escritura o acta respectiva se 
hará constar la circunstancia de haberse celebrado el matrimonio en inminente peligro de 
muerte. 
 
CONTRAYENTES QUE NO SE EXPRESAN EN CASTELLANO 
Art. 33.- Cuando alguno de los contrayentes no comprendiere el idioma castellano, se 
asistirá de intérprete para la celebración del matrimonio y para los actos previos a la 
misma, y el funcionario consignará lo que exprese en castellano el intérprete. Si el 
funcionario y los testigos entienden el idioma del contrayente, podrá prescindirse del 
intérprete a no ser que el contrayente prefiera que lo haya. En todo caso, el contrayente 
formulará en su propio idioma una minuta de lo que exprese al funcionario, la traducirá 
éste o el intérprete en su caso. 
Si uno de los contrayentes sólo pudiere darse a entender por lenguaje especializado, 
deberá intervenir, para asistirlo en cada uno de los actos mencionados, una persona que 
lo entienda, y la interpretación de lo que exprese el contrayente, deberá consignarla bajo 
juramento en una Minuta. 
 
 TITULO II 
RELACIONES PERSONALES YPATRIMONIALES ENTRE LOS CONYUGES 
CAPÍTULO II 




DE LAS CARGAS Y OBLIGACIONES DE LA COMUNIDADCARGAS 
 
Art. 66.- Son cargas de la comunidad diferida: 
1a) Los gastos de familia y los de educación de los hijos comunes; 
2a) Los gastos de sostenimiento y educación de los hijos de uno solo de los cónyuges, 
cuando vivan en el hogar conyugal; en caso contrario los gastos derivados de estos  
conceptos serán siempre sufragados por la comunidad diferida, pero darán lugar a  
reintegro en el momento de la liquidación; 
3a) Los alimentos que cualquiera de los cónyuges esté obligado a suministrar por ley a 
sus ascendientes; 
4a) Los gastos de adquisición, administración y disfrute de los bienes comunes; 
5a) Los gastos de administración ordinaria de los bienes propios de los cónyuges; 
6a) Los gastos que ocasionare la explotación regular de los negocios o el desempeño del 
trabajo, empleo, profesión u oficio de cada cónyuge; 
7a) Los gastos de establecimiento de los hijos comunes que los padres acordaren 
sufragar; y, 
8a) Las deudas contraídas por cualquiera de los cónyuges en la administración del hogar. 
TITULO III 
NULIDAD Y DISOLUCION DEL MATRIMONIO 
CAPÍTULO II 
DISOLUCION DEL MATRIMONIO 
 
 PENSION ALIMENTICIA ESPECIAL 
Art. 107.- Cuando proceda decretarse el divorcio y el cónyuge que no haya participado en 
los hechos que lo originaron adoleciere de discapacitación o minusvalía que le impida 
trabajar, o hubiere sido declarado incapaz y no tuviere medios de subsistencia suficientes, 
el divorcio se decretará estableciendo el pago de una pensión alimenticia, que se fijará de 
acuerdo con las posibilidades económicas del obligado y con las necesidades especiales 
del alimentario; aplicándose en lo demás las reglas generales prescritas para los 
alimentos. 
LIBRO TERCERO 
DE LAS RELACIONES PATERNO FILIALES 
TITULO II 





Art. 211.- El padre y la madre deberán criar a sus hijos con esmero; proporcionarles un 
hogar estable, alimentos adecuados y proveerlos de todo lo necesario para el desarrollo 
normal de su personalidad, hasta que cumplan su mayoría de edad. En la función de 
cuidado debe tenerse en cuenta las capacidades, aptitudes e inclinaciones del hijo. 
Cuando se tratare de hijas e hijos con discapacidad y éstos alcancen la mayoría de edad, 
continuarán gozando del derecho de alimentos necesarios acorde a su condición, siempre 
que dicha capacidad especial, sea acreditada ante la autoridad legal competente. (10) 
Si el hijo llega a su mayoría de edad y continúa estudiando con provecho tanto en tiempo 
como en rendimiento, deberán proporcionársele los alimentos hasta que concluya sus 
estudios o haya adquirido profesión u oficio. 
El padre y la madre, estarán obligados a cuidar de sus hijos desde su concepción. 
 
LIBRO CUARTO 




 CAPÍTULO ÚNICO 
 
CONCEPTO 
Art. 247.- Son alimentos las prestaciones que permiten satisfacer las necesidades de 
sustento, habitación, vestido, conservación de la salud y educación del alimentario. 
 
SUJETOS DE LA OBLIGACION ALIMENTICIA 
Art. 248.- Se deben recíprocamente alimentos: 
1º) Los cónyuges; 
2º) Los ascendientes y descendientes; hasta el segundo grado de consanguinidad; y, 
3º) Los hermanos. 
 
ALIMENTOS A LA MUJER EMBARAZADA 
Art. 249.- Definida la paternidad conforme lo establece este Código, toda mujer 
embarazada tiene derecho a exigir alimentos al padre de la criatura, durante todo el 
tiempo del embarazo y los tres meses siguientes al parto, incluidos los gastos del parto. 
 
ALIMENTARIO CON VARIOS TITULOS 
Art. 250.- Quien reúna varios títulos para pedir alimentos, sólo podrá hacer uso de uno de 
ellos, debiendo exigirlos en primer lugar al cónyuge y en su defecto, al alimentante que 
esté con el alimentario en más cercano grado de parentesco. 
 
PLURALIDAD DE ALIMENTARIOS 
Art. 251.- Cuando dos o más alimentarios tuvieren derecho a ser alimentados por una 
misma persona y los recursos de ésta no fueren suficientes para pagar a todos, se 
deberán en el orden siguiente: 
1º) Al cónyuge y a los hijos; 
2º) A los ascendientes y a los demás descendientes; hasta el segundo grado de afinidad 
y cuarto de consanguinidad; 
3º) A los hermanos. 
 No obstante, el juez podrá distribuir los alimentos a prorrata de acuerdo con las 
circunstancias del caso. 
PLURALIDAD DE ALIMENTANTES 
Art. 252.- Cuando recaiga sobre dos o más personas la obligación de dar alimentos por 
un mismo título, el pago de los mismos será proporcional a la capacidad económica de 
cada quien; sin embargo, en caso de urgente necesidad el tribunal podrá obligar a uno 
solo de los alimentantes a que los preste en su totalidad, sin perjuicio del derecho de éste 
a reclamar a los demás obligados la parte que les correspondiere pagar. En la sentencia 
se establecerá el monto de la cuantía que le corresponderá pagar a cada uno, dicha 
sentencia tendrá fuerza ejecutiva. 
 
EXIGIBILIDAD 
Art. 253.- La obligación de dar alimentos es exigible desde que los necesita el alimentario, 
pero se deberán desde la fecha de la interposición de la demanda. 
 
SOLVENCIA DE PRESTACION DE PENSION ALIMENTICIA 
Art. 253-A.- Toda persona natural mayor de dieciocho años de edad, para efectos de la 
extensión o renovación de pasaporte, licencia de conducir, tarjeta de circulación y licencia 
para tenencia y portación de armas de fuego, así como para la contratación de préstamos 
mercantiles, deberá estar solvente de la obligación de prestación de alimentos 
determinada con base a resolución judicial o administrativa o convenio celebrado ante la 
Procuraduría General de la República o fuera de ella, según sea el caso. Las oficinas 
competentes previo a la extensión de dichos documentos deberán constar la solvencia de 
dicha obligación.  
La solvencia a que se refiere el inciso anterior será confirmada por la Procuraduría 
General de la República, quien deberá administrar el registro correspondiente, debiendo 
actualizarlo y consolidarlo con la periodicidad necesaria para garantizar su efectividad y 
evitar cualquier violación a derechos. Para este fin, la Procuraduría General de la 
República mantendrá dicho registro en línea con las oficinas encargadas de extender los 
documentos indicados en el inciso anterior. 
Para los efectos del registro en mención, los Tribunales de Familia y los Juzgados de Paz, 
deberán brindar la información correspondiente a la Procuraduría General de la 
República, con la periodicidad que ésta determine.  
En caso de falla del sistema informático del registro, la Procuraduría General de la 
República deberá garantizar la prestación del servicio en mención con medidas alternas o 
sistemas paralelos de respaldo que sean necesarios.  
La infracción a lo previsto en este artículo hará incurrir al funcionario o empleado 
responsable en las sanciones penales correspondientes.  
 
 PROPORCIONALIDAD 
Art. 254.- Los alimentos se fijarán por cada hijo, sin perjuicio de las personas establecidas 
en el Art. 251 del presente Código, en proporción a la capacidad económica de quien esté 
obligado a darlos y a la necesidad de quien los pide. Se tendrá en cuenta la condición 
personal de ambos y las obligaciones familiares del alimentante. 
 
ALIMENTOS PROVISIONALES 
Art. 255.- Mientras se ventila la obligación de dar alimentos, el juez podrá ordenar que se 
den provisionalmente desde que se ofrezca fundamento razonable para ello, sin perjuicio 
de su restitución si la persona de quien se demandan obtuviere sentencia absolutoria. No 
habrá derecho de restitución contra el que de buena fe hubiere intentado la demanda. 
 
PAGO ANTICIPADO Y SUCESIVO 
Art. 256.- Las pensiones alimenticias se pagarán mensualmente en forma anticipada y 
sucesiva, pero el juez, según las circunstancias podrá señalar cuotas por períodos más 
cortos. Para los herederos del alimentario, no habrá obligación de devolver lo que éste 
hubiere recibido anticipadamente a título de alimentos. 
 
PAGO EN ESPECIE 
Art. 257.- Se podrá autorizar el pago de la obligación alimenticia, en especie o en 




Art. 258.- El Tribunal de Familia, de Paz o el Procurador General de la República a 
petición de parte, podrá ordenar que una persona obligada al pago de alimentos 
provisionales o definitivos, por sentencia, resolución administrativa o convenio, no pueda 
salir del país mientras no caucione previa y suficientemente dicha obligación. La 
resolución por medio de la cual se ordene la restricción migratoria deberá ser emitida 
dentro de las veinticuatro horas siguientes a la prestación de la solicitud.  
 
DURACION Y MODIFICACION DE PENSION ALIMENTARIA 
Art. 259.- Los alimentos que se deben por ley se entienden concedidos por toda la vida 
del alimentario, siempre que persistan las circunstancias que legitimaron la demanda. 
 Podrá modificarse la pensión alimenticia si cambiaren la necesidad del alimentario o las 
posibilidades económicas del alimentante. 
 
INALIENABILIDAD E IRRENUNCIABILIDAD 
Art. 260.- El derecho de pedir alimentos es inalienable e irrenunciable, pero las pensiones 
alimenticias atrasadas podrán renunciarse o compensarse. 
El obligado a dar los alimentos no podrá oponer en compensación al alimentario lo que 
éste le deba. 
 
PRESCRIPCION 
Art. 261.- Las pensiones alimenticias atrasadas prescribirán en el plazo de dos años 
contados a partir del día en que dejaron de cobrarse. 
 
INEMBARGABILIDAD 
Art. 262.- La pensión alimenticia es su totalidad está exenta de embargo. 
 
CONVENIOS ANTE EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA Y 
RESOLUCIONES 
Art. 263.- Tendrán fuerza ejecutiva los convenios sobre alimentos celebrados entre el 
alimentante y el alimentado ante el Procurador General de la República o los 
Procuradores Auxiliares Departamentales. 
También tendrán fuerza ejecutiva las resoluciones de la Procuraduría General de la 
República, que fijen pensiones alimenticias. 
 
PREFERENCIA Y RETENCION DE SALARIOS 
Art. 264.- Las pensiones alimenticias gozarán de preferencia en su totalidad y cuando 
afecten sueldos, salarios, pensiones, indemnizaciones u otro tipo de emolumentos o 
prestaciones de empleados o trabajadores públicos o privados, se harán efectivas por el 
sistema de retención, sin tomar en cuenta las restricciones que sobre embargabilidad 
establezcan otras leyes. La retención ordenada deberá acatarse inmediatamente por la 
persona encargada de hacer los pagos y, de no cumplirla, será solidariamente 
responsable con el obligado al pago de las cuotas alimenticias no retenidas, sin perjuicio 
de la responsabilidad penal en que incurriere por su desobediencia. 
 
 El envío de las referidas retenciones deberá hacerse por la persona encargada, dentro de 
los tres días hábiles siguientes del pago del salario respectivo. 
Las cuotas alimenticias son materia de orden público.  
 
ANOTACION PREVENTIVA DE LA DEMANDA 
Art. 265.- Podrá pedirse la anotación preventiva de la demanda de alimentos en el 
registro correspondiente. 
El juez la ordenará al tener conocimiento de la existencia de bienes o derechos inscritos a 
favor del alimentante, en cualquier registro público. 
 
EFECTOS DE LA ANOTACION 
Art. 266.- La anotación preventiva de la demanda anula cualquier enajenación posterior a 
la misma y sus efectos durarán hasta que por decreto judicial se ordene la cancelación. 
Sin embargo, no habrá nulidad en la enajenación si ésta se verificare por remate o 
adjudicación judicial, siempre que la anotación preventiva de la demanda de alimentos 
sea posterior a la fecha en que se promovió la ejecución o las diligencias que dieron 
origen a la enajenación. 
 
CANCELACION 
Art. 267.- El juez ordenará de oficio la cancelación de la anotación preventiva de la 
demanda cuando se absolviere al demandado o se le presente por el alimentante garantía 
suficiente que cubra la pensión alimenticia fijada por resolución judicial, por todo el tiempo 
que faltare para que el menor alimentario llegue a su mayoría de edad, o por período no 
inferior a cinco años a las personas establecidas en el Art. 248 de este Código. 
También procederá dicha cancelación cuando se consignare la cantidad de dinero 
suficiente para el pago de los alimentos, por los mismos períodos a que se refiere el inciso 
anterior. 
 
DOLO Y FALSEDAD 
Art. 268.- En caso de dolo para obtener alimentos, serán obligados solidariamente a la 
restitución y a la indemnización de daños, todos los que hubieren participado en él. 
 
 La falsedad en que hubieren incurrido el alimentante, su patrono, jefe o encargado de 
hacer las retenciones, con el fin de ocultar o alterar los verdaderos ingresos del primero, 
los hará incurrir en responsabilidad penal. 
 
PERDIDA DEL DERECHO 
Art. 269.- Perderá el derecho de pedir alimentos: 
1º) El que hubiere cometido delito contra los bienes jurídicos del alimentante; 
2º) El que hubiere perdido la autoridad parental; y 
3º) El padre o la madre que hubiere sido suspendido en el ejercicio de la autoridad 
parental, salvo cuando la causa de la suspensión fueren la demencia o la enfermedad 
prolongada del alimentante, pero la pérdida se limitará al lapso en que tal ejercicio esté 
suspendido; y, 
4º) Cuando el alimentario maltrate física o moralmente al alimentante; 
 
CESACION DE LA OBLIGACION 
Art. 270.- La obligación de dar alimentos cesará: 
1º) Por la muerte del alimentario; 
2º) Cuando el alimentario, por su indolencia o vicios no se dedicare a trabajar o estudiar 
con provecho y rendimiento, pudiendo hacerlo; 
3º) Cuando el alimentario deja de necesitarlos; y, 
4º) Cuando el alimentante, por darlos, se pusiere en situación de desatender sus propias 
necesidades alimentarias, o las de otras personas que tengan derecho preferente, 
respecto al alimentante; y, 
5º) Cuando el alimentario maltrate física y moralmente al alimentante; 
 
ASIGNACIONES ALIMENTICIAS VOLUNTARIAS 
Art. 271.- Las asignaciones alimenticias voluntarias hechas en testamento o por donación 
entre vivos y los hechos ante el Procurador General de la República, se regirán por la 
voluntad del testador o donante y el convenio respectivo, siempre que no contraríen las 
disposiciones del presente Código. 
 
 




ARTÍCULO 164.- Se entiende por alimentos lo que provea sustento, habitación, vestido, 
asistencia médica, educación, diversión, transporte y otros, conforme a las posibilidades 
económicas y el capital que le pertenezca o posea quien ha de darlos. Se tomarán en 
cuenta las necesidades y el nivel de vida acostumbrado por el beneficiario, para su normal 
desarrollo físico y psíquico, así como sus bienes. 
ARTÍCULO 165.- Las pensiones alimentarias provisionales o definitivas se fijarán en una 
suma pagadera en cuotas quincenales o mensuales anticipadas. Serán exigibles por la 
vía del apremio corporal, lo mismo que la cuota de aguinaldo y el pago de los tractos 
acordados. 
La cuota alimentaria se cancelará en moneda nacional, salvo pacto en contrario, en cuyo 
caso, se cubrirá en la moneda estipulada. 
ARTÍCULO 166.- Los alimentos no se deben sino en la parte que los bienes y el trabajo  
del alimentario no los satisfagan. 
ARTÍCULO 167.- El derecho a los alimentos no podrá renunciarse ni transmitirse de modo 
alguno. La obligación alimentaria es imprescriptible, personalísima e incompensable. 
Un bien inmueble que sirva como habitación de los alimentarios, o que, por su misma 
naturaleza y plusvalía, ofrezca mayores ventajas para los beneficiarios, podrá 
considerarse como pago adelantado de la obligación, siempre y cuando la parte actora se 
mostrare conforme. 
ARTÍCULO 168.- Mientras se tramita la demanda alimentaria, comprobado el parentesco, 
el juez podrá fijar una cuota provisional a cualquiera de las personas indicadas en el 
artículo siguiente, guardando el orden preferente ahí establecido. Esta cuota se fijará 
prudencialmente en una suma capaz de llenar, de momento, las necesidades básicas de 
los alimentarios y subsistirá mientras no fuere variada en sentencia. 
ARTÍCULO 169.- Deben alimentos: 
1.- Los cónyuges entre sí. 
2.- Los padres a sus hijos menores o incapaces y los hijos a sus padres. 
3.- Los hermanos a los hermanos menores o a los que presenten una discapacidad que 
les impida valerse por sí mismos; los abuelos a los nietos menores y a los que, por una 
discapacidad, no puedan valerse por sí mismos, cuando los parientes más inmediatos del 
alimentario antes señalado no puedan darles alimentos o en el tanto en que no puedan 
hacerlo; y los nietos y bisnietos, a los abuelos y bisabuelos en las mismas condiciones 
indicadas en este inciso. 
  
ARTÍCULO 170.- Los cónyuges podrán demandar alimentos para sí y sus hijos comunes, 
aunque no se encuentren separados. 
Tanto la madre como el padre podrán demandar alimentos para sus hijos 
extramatrimoniales en las circunstancias del párrafo anterior. 
ARTÍCULO 171.- La deuda alimentaria tendrá prioridad sobre cualquier otra, sin 
excepción. 
ARTÍCULO 172.- No pueden cobrarse alimentos pasados, más que por los doce meses 
anteriores a la demanda, y eso en caso de que el alimentario haya tenido que contraer 
deudas para vivir. Todo sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 99. 
ARTÍCULO 173.- No existirá obligación de proporcionar alimentos: 
1.- Cuando el deudor no pueda suministrarlos sin desatender sus necesidades 
alimentarias o sin faltar a la misma obligación de alimentos para con otras personas que, 
respecto de él, tengan Título preferente. 
2.- Cuando quien los recibe deje de necesitarlos. 
3.- En caso de injuria, falta o daños graves del alimentario contra el alimentante, excepto 
entre padres e hijos. 
4.- Cuando el cónyuge haya incurrido en abandono voluntario y malicioso del hogar o se 
compruebe que comete o cometió adulterio. 
5.- Cuando los alimentarios hayan alcanzado su mayoridad, salvo que no hayan 
terminado los estudios para adquirir una profesión u oficio, mientras no sobrepase los 
veinticinco años de edad y obtengan buenos rendimientos con una carga académica 
razonable. Estos requisitos deberán probarse al interponer la demanda, aportando la 
información sobre la carga y el rendimiento académicos. 
6.- Entre ex cónyuges, cuando el beneficiario contraiga nuevas nupcias o establezca una 
convivencia de hecho. 
7.- Cuando el demandante haya incumplido los deberes alimentarios respecto a su 
demandado, si legalmente debió haber cumplido con tal obligación. 
Las causales eximentes de la obligación alimentaria se probarán ante la autoridad que 
conozca de la demanda alimentaria. Pero, si en un proceso de divorcio, separación 
judicial o penal, el juez resolviere cosa distinta, se estará a lo que se disponga 
ARTÍCULO 174.- La prestación alimentaria podrá modificarse por el cambio de 
circunstancias de quien la da o de quien la recibe. 
 
